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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	07-1420-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	José Miguel Araya Cornejo


	05-02-07
	SANCIONES A NEGOCIOS TUTELADAS POR REGLAMENTO.

-Artículo 1 inciso c) del Reglamento para la Definición de Conductas que se consideran contrarias a la Ley, Moral y Buenas Costumbres. Publicado en la Gaceta No. 192 del 07 de octubre del 2003. 

Municipalidad de San José por reglamento pretende regular y sancionar la exhibición de películas para adultos en forma gratuita. Cierre de negocio. 



	07-1490-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Carlos Gerardo Solano Zúñiga
	06-02-07
	APELACION EN CASOS DE PATERNIDAD

-Artículo 54 párrafos 5 y 6 y el artículo 112 apartado primero de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil. No. 3504 del 10-05-1965, reformados por Ley 8101 del 16-04-2001. Publicada en La Gaceta No. 81 del 27-04-2001. Ley de Paternidad Responsable. 

Se impugna las frases que dicen: “contra la resolución administrativa que determine presuntivamente la paternidad, no cabrá recurso administrativo alguno”. “No cabrá en vía judicial o administrativa, el incidente de suspensión de ejecución ni cualquier otra medida cautelar tendiente a enervar sus efectos” 



	07-1674-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Orlando Arroz Torres
	03-02-07
	SE PROHIBEN DOS ACTIVIDADES REMUNERADAS POR EL ESTADO PARA DIRECTORES MEDICOS.

-Artículo 27 y transitorio VI del Decreto Ejecutivo No. 32.333. Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

La norma se impugna en tanto limita a los Directores y Subdirectores Médicos servir en dos cargos en instituciones autónomas, estatales o semi autónomas, aún cuando no exista superposición de horarios. Considera el recurrente que es inconstitucional, entre otros aspectos, porque supera los límites de la ley.  



	07-1842-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar López
	12-02-07
	VIOLACION AL TRÁMITE PARA PERMISO DE ATRAQUE DE TROPAS EXTRANJERAS EN EL TERRITORIO NACIONAL.  

-Violación de trámite sustancial, en el aprobación del permiso de atraque de tropas extranjeras en territorio nacional. 

En acta de la sesión de la sesión plenaria No. 142 del martes 30 de enero del 2007, correspondiente a la primera legislatura del segundo período de sesiones extraordinarias, se conoció y dio lectura a la solicitud y atraque y permanencia de las embarcaciones de la marina y Servicio Nacional de Guardacostas del Gobierno de los Estados Unidos de América, en el marco del Convenio de Patrullaje conjunto según la Ley NO. 7929 del 06-10-1999. 



	07-1915-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Noldan Morales Ortega
	13-02-07
	JURISPRUDENCIA. PLAZO PARA PLANTEAR CASACION, CUENTA A PARTIR DE LA NOTIFICACION DE LA SENTENCIA PRINCIPAL.

-Jurisprudencia de la Sala Tercera que reduce el plazo de 15 días para la presentación de los Recursos de Casación, tomando en cuenta el tiempo utilizado en los recursos de adición y aclaración de la sentencia del Tribunal de Juicio. 

El recurrente planteó un recurso de casación ante la Sala Tercera, dentro del término de 15 días contados a partir de la notificación de la adición y aclaración y le fue rechazado por extemporáneo. 



	07-1925-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco Antonio Pacheco Fernández
	13-02-07
	CONVENIO CONSTITUTIVO DE CEPREDENAC

-Aprobación del Nuevo Convenio Constitutivo del Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales de América Central. (CEPREDENAC). Expediente Legislativo No. 15603



	07-1986-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Angulo Jiménez
	14-02-07
	PLAZO PARA PRESENTAR INFORMACIONES POSESORIAS 

-Transitorio único de la Ley de Declaratoria de Ciudad para las Comunidades de Cahuita y Puerto Viejo del Cantón de Talamanca, Provincia de Limón, Ley de la República No. 8464 del 04-10-2005. 

Se les rechaza trámite de información posesoria que contempla la ley cuestionada, por considerar que se había presentado fuera del plazo establecido. 



	07-2038-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco Antonio Pacheco Fernández
	15-02-07
	CONVENCION SOBRE LA CONSERVACION DE ESPECIES MIGRATORIAS

Aprobación de la Adhesión de Costa Rica a la Convención sobre la Conservación de las Especies Migratorias de Animales Silvestres. Expediente Legislativo NO. 16126



	07-2069-0007-CO

Consulta Legislativa


	Directora del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa
	16-02-07
	REFERENDUM VINCULANTE SOBRE TLC

-Convocatoria a un Referéndum Vinculante en relación con la aprobación o improbación del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos. Expediente Legislativo 1024-Z-2006.



	07-2232-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fabián Volio Echeverría y Alejandra Montiel
	19-02-07
	REQUISITOS PARA APELAR ACTO DE ADJUDICACION EN CONARROZ

-Artículos 79 bis y 81, párrafo cuarto del Reglamento de Contratación Administrativa de CONARROZ.

La norma se impugna en tanto se exige un plazo de dos días para apelar y además, depositar un 25% del valor de la oferta para poder apelar el acto de adjudicación. 



	07-2277-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alba Iris Ortiz Recio y Giovanni Varela Díjeres

Holtermann y Compañía SA y otro


	20-02-07
	IMPUESTOS MUNICIPALES DE TIBAS

-Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás. No. 8523 del 30-06-2006. 

La norma se impugna porque aumenta el impuesto de patente en forma considerable. Considera que es confiscatorio. 


	07-2517-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Herman Kankrini
	22-02-07
	EXTRADICION CON ESTADOS UNIDOS

-Artículo 2 inciso 3 y artículo 3 del Tratado de Extradición entre el Gobierno de Costa Rica y el de Estados Unidos. 

-Artículo 9 de la Ley de Extradición.

Se concede extradición por un delito cometido en cualquier lugar. Se pretende una aplicación o interpretación analógica de las normas penales, para lograr que se dicte a favor del país contratante la extradición solicitada. 

 

	07-2570-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Rafael Sancho Juárez
	23-02-07
	PRESUNCIÓN DE PAGO EN MATERIA NOTARIAL

-Artículo 167 párrafo ultimo del Código Notarial. 

Los notarios que omitan dejar constancia del recibo o no de los honorarios, harán presumir que fueron cubiertos satisfactoriamente. 



	07-2682-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Miltón Pineda Chevez
	27-02-07
	DISCRIMINACION DE EXTRANJEROS EN SERVICIOS AEREOS LOCALES DE TRANSPORTE PÚBLICO.

-Artículo 179 incisos a y b de la Ley General de Aviación Civil. No. 5150.

Sólo personas físicas o jurídicas podrán explotar servicios aéreos locales de transporte público, el 51% del capital debe pertenecer a costarricenses. 



	07-2777-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Gonzáles Zúñiga
	28-02-07
	TOPE DE CESANTIA

-Artículo 29 inciso d) del Código de Trabajo, que dice: “en ningún caso podrá exceder dicho auxilio de salario de ocho meses”. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS 



	EXPEDIENTE

VOTO
	FECHA DE

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO


	07-00267-0007-CO

Voto 2007-01549
	07-02-07
	A las quince horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eugenia Quesada Montero en contra del artículo 3 de la Ley 4368 del 17 de diciembre de 1968; reformada por la Ley 8494 de 30 de marzo de 2006. Se rechaza de plano la acción.-



	07-00181-0007-CO

Voto 2007-01550
	07-02-07
	A las quince horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eugenia Quesada Montero en contra del artículo 1 inciso 5) del Manuel de Operación para las Comisiones de Festejos Populares. Se rechaza de plano la acción.-



	07-00207-0007-CO

Voto 2007-01551
	07-02-07
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jonatán Canales Hernández, como apoderado especial de Alamar Díaz Salazar, contra la omisión administrativa de la Caja Costarricense del Seguro Social y el Estado de dar cumplimiento a lo prescrito en las leyes 2737 y 2738 del doce de mayo de mil novecientos sesenta y uno, que reformó los artículos 73 y 177 de la Constitución Política y un transitorio de la misma Carta Fundamental, a fin de garantizar la universalización y obligatoriedad de cotización de los seguros sociales, a favor de todos los trabajadores. Se rechaza de plano la acción. Certifíquese y desglósese el memorial de interposición de la acción, a fin de que sea tramitado como recurso de amparo.-



	06-06806-0007-CO

Voto 2007-01552
	07-02-07
	A las quince horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación de Supermercados Unidos Sociedad Anónima, representada por Manuel Francisco Zúñiga Sobaja, en contra del artículo 28 de la Ley de Promoción y Defensa Efectiva del Consumidor, número 7472, y “normas no escritas” de la Comisión para la Defensa de Competencia. Se rechaza de plano la acción.-



	07-00690-0007-CO

Voto 2007-01553
	07-02-07
	A las quince horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. La Bilbaína Sociedad Anónima, en contra del artículo 53, párrafo segundo, de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-00828-0007-CO

2007-01554
	07-02-07
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Franklin Villareal Guzmán en contra del artículo 6, incisos a) y b), del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-00424-0007-CO

2007-01555
	07-02-07
	A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jonatán Canales Hernández, como apoderado especial judicial de Efrén Jiménez Godínez, en contra de la jurisprudencia de la Sala Segunda contenida en sentencias número 285-95, 322-99 y 357-03, que considera que en aquellos procesos laborales que conocen del despido sin responsabilidad patronal de los servidores públicos, existe una presunción de legitimidad sobre la prueba evacuada en los procedimientos administrativos. Se rechaza por el fondo el recurso.-



	03-07741-0007-CO

2007-01556


	07-02-07
	A las quince horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Aseguradora Técnica de Seguros Sociedad Anónima, en contra del Reglamento para la Operación de Entidades Comercializadores de Seguros. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-



	04-04903-0007-CO

Voto 2007-01557
	07-02-07
	A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. PFIZER Sociedad Anónima, en contra del artículo 72 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara con lugar la acción, y en consecuencia se anula la frase "se podrán realizar con la sola autorización de la Contraloría General de la República" contenida en el artículo 72 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro social, adicionado mediante la Ley número 6914 del veintiocho de noviembre de mil novecientos ochenta y tres. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la disposición anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las contrataciones formalizadas y finiquitadas, ni las que se encuentran en proceso de ejecución, con anterioridad a la publicación del texto íntegro de esta sentencia en el Boletín Judicial. En virtud de la declaratoria ordenada, y respecto del régimen recursivo y de intervención de la Contraloría General de la República, debe la Caja Costarricense del Seguro Social aplicar lo dispuesto en la Ley de la Contratación Administrativa, número 7494, reformada por la Ley número 7612, y a lo indicado en sentencia número 0998-98, de las once horas treinta minutos del dieciséis de febrero del año en curso, según proceda de acuerdo con la cuantía del negocio. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, a la Contraloría General de la República y a la Caja Costarricense del Seguro Social. Notifíquese.-

Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	07-00436-0007-CO

Voto 2007-01910
	13-02-07
	A las dieciocho horas con tres minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de “Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones”. Se evacua la consulta legislativa preceptiva formulada en el sentido que es inconstitucional el trámite seguido para la aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones, en tanto se incluyó por vía de enmienda los artículos 3, 4 y 5 al proyecto de aprobación, que cambian respectivamente el sentido de lo pactado por las Partes en los numerales 1 inciso (ii), 5 y 12 del Convenio. Debe retrotraerse el conocimiento de este proyecto al momento procedimental inmediatamente anterior a la comisión de la violación detectada. En lo demás, esta Sala no observa vicios de inconstitucionalidad en el proyecto en análisis. Los Magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto y no encuentran inconstitucionalidad alguna en el proyecto consultado.-



	07-00813-0007-CO

Voto 2007-02062
	14-02-07
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Alberto Rojas Cambronero en contra del artículo 13 de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre y 22 de su Reglamento. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Sosto salva el voto y ordena dar curso.-



	06-07154-0007-CO

Voto 2007-02063
	14-02-07
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Procuraduría General de la República en contra del artículo 179 de la Ley de Tierras y Colonización, Reglamento para la Titulación en reservas nacionales y los Decretos Ejecutivos números 27726, 27861-MINAE-MAG, 28743 MAG-MINAE, 28744, 28745 Y 28746-MINAE-MAG. Se declara Parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el Reglamento para la Titulación en Reservas Nacionales, aprobado por acuerdo de Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario, en sesión 055-02 del doce de agosto del dos mil dos, y publicado en La Gaceta 173, del diez de setiembre del dos mil dos. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas que se anulan, sea el doce de agosto del 2002 y el 16 de abril de 1996, respectivamente. Lo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial del Estado que derive de esta inconstitucionalidad. Se declara que no es inconstitucional el artículo 179 de la Ley de Tierras y Colonización, siempre y cuando se interprete que la potestad de emitir reglamentos ejecutivos recae únicamente en el Poder Ejecutivo. Certifíquese el escrito de interposición de la acción (agregados a folios 1 al 29 del expediente) que se dejará en autos, para que se tramite como amparo en lo relativo a la impugnación que se hace respecto a los decreto 27726-MINAE-MAG, 27861-MINAE-MAG, 28743-MINAE-MAG, 28744-MINAE-MAG, 28745-MINAE-MAG y 28746-MINAE-MAG, que traspasaron tierras de reserva nacional al Instituto de Desarrollo Agrario para proyectos de titulación de tierras. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Instituto de Desarrollo Agrario. Reséñese este pronunciamiento en el Diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	06-02568-0007-CO

Voto 2007-02064
	14-02-07
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. El Ave de Diamante Sociedad Anónima, en contra del artículo 46 inciso e) y f) y artículo 47 inciso a) del Reglamento de Patentes Municipales de la Municipalidad de Pérez Zeledón. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase “… las cuales no podrán ser inferiores al monto señalado en el inciso d) de este artículo.” contenida en el inciso f) Sexto del artículo 46, así como el inciso a) del artículo 47, ambos del Reglamento de Patentes Municipales de la Municipalidad de Pérez Zeledón. En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	07-02069-0007-CO

Voto 2007-02159
	16-02-07
	A las once horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Directora del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa en lo referente al Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de América, Centroamérica y República Dominicana. No ha lugar a evacuar la consulta. El Magistrado Cruz consigna nota.-



	07-01986-0007-CO

Voto 2007-02408
	21-02-07
	A las dieciséis horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Guillermo Angulo Jiménez, como Presidente de ACARI Agropecuaria del Caribe Sociedad Anónima, en contra del Transitorio único de la Ley de Declaratoria de Ciudad para las Comunidades de Cahuita y Puerto Viejo del Cantón de Talamanca, Provincia de Limón, número 8464. Se rechaza por el fondo la acción. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República.-



	07-01490-0007-CO

Voto 2007-02409


	21-02-07
	A las dieciséis horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Gerardo Solano Zúñiga en contra de los artículos 54, párrafos 5° y 6° y 112, Apartado 1° de la Ley número 3504, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, reformados por Ley número 8101, Ley de Paternidad Responsable. Se rechaza por el fondo la acción.-
Los Magistrados Jinesta y Sosto salvan el voto y ordenan darle curso a la acción.-



	06-14537-0007-CO

Voto 2007-02410
	21-02-07
	A las dieciséis horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Puntarenense de Pescadores y Unión Independiente de Pescadores de Camarón en contra de las normas que determinan límites de los parques y áreas protegidas marinas del Pacífico. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-03249-0007-CO

Voto 2007-02411
	21-02-07
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Francisco Mack León en contra del párrafo segundo del artículo primero de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón Central de San José, así adicionado por Ley número 7548, del 21 de septiembre de 1995. Se declara sin lugar la acción.-

El Magistrado Jinesta pone nota.-



	04-01445-0007-CO

Voto 2007-02412
	21-02-07
	A las dieciséis horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jacqueline Meléndez Barrantes en contra del artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 28557-MEP del 15 de febrero del 2000, denominado “Reglamento de uniforme oficial en las instituciones educativas públicas”. Se declara sin lugar la acción.-



	06-02020-0007-CO

Voto 2007-02413
	21-02-07
	A las dieciséis horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sonia Darce García en contra del inciso b) del artículo 122 del Estatuto de Servicio Civil. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula la frase “, extendido por la Universidad de Costa Rica” contenida en el inciso b) del artículo 122 del Estatuto de Servicio Civil. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	07-02038-0007-CO

2007-02414
	21-02-07
	A las dieciséis horas con diecinueve minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Adhesión de Costa Rica a la Convención sobre la Conservación de las Especies Migratorias de Animales Silvestres. Se evacua la consulta referente al proyecto de ley, que se tramita en el expediente legislativo número 16126, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarios a la Constitución Política.-



	06-14866-0007-CO

Voto 2007-02415
	21-02-07
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Juicio de la Zona Sur, Sede Pérez Zeledón, en contra del artículo 69 de la Ley de Creación del Instituto del Deporte y Recreación y su Régimen Jurídico. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 69 de la Ley 7800 del treinta de abril de mil  novecientos noventa y ocho, "Ley de Creación del Instituto del Deporte y Recreación y su Régimen Jurídico" resulta parcialmente inconstitucional, en cuanto exige el agotamiento de la vía administrativa como requisito para acudir a la vía jurisdiccional, anulándose la frase que señala "como trámite previo a la vía judicial", contenida en el párrafo primero de la norma, debiendo entenderse que la obligación de acudir al Tribunal Administrativo de Conflictos Deportivos, es para quienes opten libremente por interponer los recursos administrativos respectivos. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas consultadas y conexas, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese al Juzgado consultante, la Procuraduría General de la República y las partes apersonadas en el proceso. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-



	06-09146-0007-CO

Voto 2007-02416
	21-02-07
	A las dieciséis horas con veintiún minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Narciso Pérez Chaves en contra de la sentencia número 2006-13326. No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-09055-0007-CO

Voto 2007-02417
	21-02-07
	A las dieciséis horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor Elieth Solano González en contra del artículo 47 del Reglamento de Pensiones de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se deniega el trámite a esta acción.-



	06-15284-0007-CO

Voto 2007-02418
	21-02-07
	A las dieciséis horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Henry Hané Caridi en contra del Decreto Ejecutivo número 33343-S-H-MP-MOPT-J. Se deniega el trámite a esta acción.-



	07-00899-0007-CO

Voto 2007-02419
	21-02-07
	A las dieciséis horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Erasmo Fernández Sandí en contra del artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, número 2166. Se deniega el trámite a esta acción.-



	07-00436-0007-CO

Voto 2007-02553


	23-02-07
	A las diez horas con cuarenta y tres minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones. No ha lugar a la gestión formulada.-


	92-00282-0007-CO

Voto 2007-02903


	28-02-07
	A las diecisiete horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Valerio Lobo en contar de los artículos II.3 y II.3.2 del capítulo II del Reglamento para el Control Nacional de Fraccionamiento y Urbanizaciones, aprobado por la Junta Directiva del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo. No ha lugar a evacuar la gestión formulada.-



	04-04903-0007-CO

Voto 2007-02904
	28-02-07
	A las diecisiete horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Pfizer Sociedad Anónima, en contra de los artículos 72 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se corrige el error material que contiene la resolución número 001557-2007 dictada a las  quince horas treinta y seis minutos del siete de febrero de dos mil siete, el sentido que la sentencia a que se hace referencia en los considerandos y en el por tanto es la número 998-98 de las once horas treinta minutos del dieciséis de febrero de mil novecientos noventa y ocho y no del "del año en  curso" como por error se consignó. Notifíquese a las partes esta resolución de manera conjunta con la resolución número 001557-2007 citada.-



	07-01189-0007-CO

Voto 2007-02901
	28-02-07
	A las diecisiete horas con treinta minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Alberto Luis Salom Echeverría en lo referente a la reforma parcial del artículo 41 bis de la Asamblea Legislativa (expediente 16.521). Se evacua la consulta legislativa facultativa, del procedimiento legislativo seguido para el trámite del proyecto del acuerdo para reformar parcialmente el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa (expediente No. 16.521),  en el siguiente sentido:

a)  Por unanimidad, se declara que constituye un vicio sustancial del procedimiento legislativo la inadmisión ad portas de las apelaciones formuladas por algunos Diputados y Diputadas, tanto en la Comisión como en el Plenario.

b) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta y Certad- que no existen los otros vicios de procedimientos alegados. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto, y estiman que hay vicios sustanciales en cuanto lo siguiente: 1) el trámite de la moción para fijar el procedimiento especial, por infracción de los principios de publicidad y del derecho de enmienda propios de la función legislativa; 2) las limitaciones arbitrarias y excesivas del derecho de enmienda y de participación de las minorías, tanto en el procedimiento seguido ante la Comisión dictaminadora , como ante el Plenario de la Asamblea; 3) falta de fundamentación de la resolución de la Presidencia de la Comisión que rechazó las mociones de fondo; 4) el rechazo injustificado de mociones de reiteración presentadas ante el Plenario. 

c) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta, Cruz y Certad- se declara que en la tramitación del procedimiento no se han quebrantado los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y consideran que la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, por encontrarse este suspendido por resolución de la Sala Constitucional, contiene un vicio sustancial del procedimiento. 

d) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta y Certad-, en cuanto al fondo, se estima que no es inconstitucional la reforma propuesta del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en lo relativo a los tratados públicos y convenios internacionales, excepto en relación a los contemplados en el artículo 7°, párrafo 2°, de la Constitución, que tienen un procedimiento pautado en la Norma Fundamental. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran inconstitucional la reforma parcial del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en cuanto autoriza la aplicación de ese trámite a los tratados y convenios internacionales.

Notifíquese a los Diputados y Diputadas consultantes y al Presidente del Directorio.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS

4. 


	EXPEDIENTE
	PARTES Y RESOLUCION
	TEMA



	06-015330-0007-CO
	Rubén Hernández Valle como apoderado especial de la ASOCIACION CAMARA DE INFOCOMUNICACIONES Y TECNOLOGIA contra la reforma que mediante el Decreto Ejecutivo 32637-G del 12 de setiembre del 2005 se hizo al artículo 86 del Decreto Ejecutivo número 31608-G del 24 de junio del 2004 que es Reglamento a la Ley de Control de Radio.  

Resolución de las 10:30 del 17-01-2007

Boletines  23, 24 y 25 de febrero del 2007 respectivamente. 


	OBLIGAN A EMPRESAS DE CABLE A INCLUIR CANALES NACIONALES EN FORMA GRATUITA. 

El artículo 86 dice: “Artículo 86. Contenido del servicio. Para los sistemas terrestres de televisión integrados por suscripción, los concesionarios deberán incluir dentro de su programación los canales costarricenses de televisión en las frecuencias U.H.F. y V.H.F., que tengan cobertura en por lo menos un sesenta por ciento del territorio nacional, excluyendo la Isla del Coco, que cumpla catorce horas mínimas de transmisión diaria, que la recepción de la señal cumpla con los requisitos de señal mínima establecidas en el presente reglamento, y cuenten con los derechos de transmisión correspondientes.”, y se impugna por lesionar la libertad de empresa, la libertad de contratación y la garantía de juridicidad



	06-15846-0007-CO


	Agustín Armella Cruz y Gonzalo Castellón Vargas apoderados de la sociedad denominada T.A.T.F., Sociedad Anónima, contra los artículos 432 y 451 del Código Procesal Penal.

Resolución 08:30 horas del 18 de enero del 2007

Boletines  28, 29 y 30 de febrero del 2007 respectivamente. 


	PRINCIPIO DE NO REFORMA EN PERJUICIO EN MATERIA PENAL, SE RECONOCE SOLO A FAVOR DEL IMPUTADO.

Las normas se impugnan en cuanto prevén la aplicación del principio de "no reforma en perjuicio" –"non reformatio in pejus"– únicamente respecto de los recursos formulados por el imputado o su abogado defensor, con lo cual, se excluye respecto de las otras partes del proceso, como los querellantes y actores civiles. Señalan que en aplicación del principio "no reforma en perjuicio" se genera un derecho a mantener, al menos la situación jurídica procesal que ostentaba antes de formular el recurso. Alegan que el derecho a la impugnación es un privilegio esencial del sistema democrático moderno, de manera que su ejercicio no puede traducirse en perjuicio de quien lo formuló; siendo que la norma permite y faculta un trato diverso para los diferentes actores del proceso.



	06-8526-0007-CO
	Victor Manuel Ortega Jiménez contra los artículos 50 y 75 inciso a) de la Ley de Justicia Penal Juvenil. 

Resolución 11:30 horas del 23 de enero del 2007

Boletines  28, 29 y 30 de febrero del 2007 respectivamente. 


	ACUSACIÓN EN MATERIA PENAL JUVENIL

Las normas se impugnan en cuanto indica el accionante que en el Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José, se sigue causa contra sus defendidas por el delito de robo agravado en que la Fiscalía formuló acusación solicitando la apertura a juicio, acusación fundamentada en los artículos 50 y 75 de la Ley Penal Juvenil, los que a su criterio son inconstitucionales al permitir que se formule una acusación en contra de una persona menor simplemente denunciada, sin que se diera una verdadera investigación y sin identificarla en persona para cumplir con ese acto solemne del derecho penal, vedándole la posibilidad al joven de colaborar con el Ministerio Público, para que éste investigue aspectos que lo beneficiarían y le evitarían una posible vinculación al proceso penal.  Alega que en el proceso para adultos no se comete el error mencionado, ya que es aplicable el artículo 298 del Código Procesal Penal mediante el cual se impide iniciar un proceso sin la identificación personal o intimación, momento en el cual se le hará saber a la persona que existe una denuncia en su contra y que se le escuchará para efectos de valorar su posición que se tomará en cuenta para la investigación.




	5. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	99-005712.007-CO.

Voto. 2005-07177
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Jacques Francois  Simian Lassere y  Victory de la Cruz ambos representantes de Fertilizantes de Centro América Costa Rica Sociedad Anónima ( Fertica).

Boletín Judicial N° 23 del  1° de Febrero del 2007.



	04-003957-007-CO.

Voto. 1006-17594-
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por  Carlos Manuel Navarro Gutiérrez , contra el artículo 19 del Decreto Ejecutivo  N° 2261-MP, del 22 de octubre de 1993 y la circular03-03 del 26 de febrero del 2003 de la Oficialía Mayor del Ministerio de Hacienda.

Boletín Judicial N° 28 del  08 de Febrero del 2007.
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AMBIENTE 

2552-07. PROBLEMAS DE BASURA EN LIMON. Alega el recurrente que las autoridades recurridas no resuelven con celeridad la renovación del permiso sanitario de funcionamiento del único relleno sanitario con que cuenta la Provincia de Limón y tampoco resuelven con celeridad el diseño y construcción de un relleno permanente que cuente con las adecuadas condiciones de operación que garanticen la correcta disposición de los desechos sólidos del Cantón Central de Limón así como que la falta de permiso sanitario de funcionamiento en el actual botadero o de un botadero bien diseñado provoca que tanto los ciudadanos como las Municipalidades de Limón y Matina dispongan de manera ilegal los desechos sólidos en humedales, ríos y quebradas entre otros, pues al no darse la renovación del botadero existente, no se autorizan los pagos por parte de la Contraloría General de la República. Alude que la falta de permiso sanitario de funcionamiento en el actual botadero o de un botadero bien diseñado provoca además cierres temporales del actual botadero por parte del operador para que se resuelva su situación, ante la emergencia presentada y durante los días de cierre los ciudadanos se ven expuestos a todo tipo de desechos acumulados en las calles que ocasionan epidemias como el dengue y otro tipo de enfermedades. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Limón y al Vice Ministro de Salud, adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de recolección, manejo, disposición y tratamiento de los desechos sólidos en el cantón central de Limón. CL
2301-07. CORTA DE ÁRBOLES EN LAS INMEDIACIONES DE LA SABANA POR AMPLIACIÓN DE CALLE. Alega el recurrente que con motivo de la ampliación de la vía ubicada al costado Sur del Parque Metropolitano La Sabana (que corresponde al sector comprendido entre  el Gimnasio Nacional y el   Ministerio de Agricultura), el accionado tiene proyectado cortar una hilera de árboles que se ubican en la alameda situada entre la vía actual y la vía férrea. La ampliación, que perjudica el medio ambiente y la belleza escénica del lugar, en su criterio no se puede justificar, en el tanto resulta innecesaria porque existe espacio suficiente para realizar la ampliación entre la vía actual y la línea de las construcciones ubicadas a su costado sur. En este caso consta que dichos árboles no están afectando áreas de protección, por lo que no requieren de permiso de corta. Además, en el proyecto se han destinado más de cien millones de colones para la siembra de nuevas especies y se han previsto una serie de medidas ambientales, pretendiendo con ello no solo respetar el tema ambiental, sino también procurando garantizar un paso seguro para conductores, peatones y personas discapacitadas. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
2251-07. EXPLOTACION DE TAJO EN PEREZ ZELEDON.  En este caso se cuestiona el que se haya otorgado la viabilidad ambiental para la explotación de un tajo que se ubica en la Piedra del Santo, sobre la cual se construyó la imagen del "Cristo de la Piedra", símbolo regional cultural y religioso, lo cual implicará su destrucción. Asegura que la viabilidad se dio sin realizarse de previo el proceso de consulta a la comunidad de Pérez Zeledón, como lo exigen las normas ambientales nacionales e internacionales que regulan la materia, se omitió realizar el estudio hidrogeológico para determinar el impacto que la explotación en cuestión tendrá sobre las nacientes, quebradas y las fuentes de captación de agua de la cañería de Pérez Zeledón, las cuales se abastecen del agua del río Quebradas y tampoco se ha definido la zona de protección y la zona o área de explotación en forma clara y precisa, conforme a la normativa ambiental. Consta que el área a explotar es una parte del total de la propiedad que no aparecen registradas a nombre de la recurrente y que el monumento del Cristo, se ubica fuera del área explotable. Los estudios técnicos se encuentran a derecho y se descarta la falta de publicidad al referido proyecto que acusa el recurrente. SL
2265-07. PROBLEMAS QUE GENERA CAMPOSANTO EN LA UNION DE TRES RIOS. Alega el recurrente que la inercia de la Municipalidad recurrida en atender el conflicto existente desde agosto del 2005 entre el Camposanto Valle de Paz y los vecinos de la Urbanización Génova violenta su derecho a obtener pronta resolución y su derecho a gozar de un ambiente sano pues los movimientos de tierra efectuados en dicho camposanto contra las tapias de los vecinos de la urbanización ha provocado problemas de filtración de aguas, y el peligro de que las tapias sucumban ante el peso. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a: a) al Alcalde Municipal de la Municipalidad de La Unión, al Presidente del Concejo de la Municipalidad de La Unión ser vigilantes y defensores activos del derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los amparados en razón de movimientos de tierra efectuados en el camposanto Valles de Paz; b) al representante legal de la empresa Campo Santo Valles de Paz La Carpintera S.A., abstenerse de violar el derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los amparados en razón de movimientos de tierra que ocasionaron filtraciones de agua y demás peligros para los vecinos de la urbanización Génova; c) a la Secretaria General a.i de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, ser vigilante igualmente del derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los amparados en razón de movimientos de tierra asociados a la viabilidad ambiental de la empresa Campo Santo Valles de Paz La Carpintera S.A. CL
2402-07. PROBLEMAS DE AGUAS PLUVIALES EN PROPIEDAD PRIVADA. Alega la recurrente que posee una propiedad en Mata de Plátano de Goicoechea, con una vivienda de bien social financiada por el BANHVI que colinda por el este con tres lotes municipales que desaguan las aguas pluviales a su propiedad. El diez de octubre del dos mil tres se le derrumbó el patio, el muro y la tapia. Tal situación fue producto del deslave del terreno y la saturación de agua en el subsuelo por la escorrentía del terreno propiedad municipal. A pesar de haber denunciado tal situación a la recurrida, no se ha hecho nada para solventarla y así evitar que su propiedad se lave y su casa se caiga. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al Presidente Municipal de Goicoechea, adoptar las medidas administrativas necesarias a fin de que se realicen las obras necesarias para garantizar la seguridad de la propiedad de la amparada, dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
2157-07. PERMISO DE CONSTRUCCION EN AREA PROTEGIDA. Alega el recurrente que el Administrador del Refugio Nacional de Vida Silvestre en Ostional, el Director del Área de Conservación Tempisque y el Ministro de Ambiente y Energía, concedió permiso para realizar trabajos de zanjeo e instalación de infraestructura dentro del Refugio Nacional de Vida Silvestre Ostional, en una calle pública dentro del refugio. Lo anterior, a pesar de que mediante voto de esta Sala número 2003-08742, ordenó al Director del Área de Conservación Tempisque, que tratándose de que el Refugio de Vida Silvestre Ostional es de dominio público y forma parte del patrimonio nacional, no puede autorizar actividad alguna dentro del  mismo que no tienda sino a su protección e investigación. Sobre el tema se cita la sentencia 8742-03. Con base en la sentencia citada, la Sala reitera que no puede el Área de Conservación Tempisque  del Ministerio del Ambiente y Energía autorizar actividad alguna en el Refugio de Vida Silvestre Ostional que no tienda sino a su protección e investigación. Se declara con lugar el recurso. Se anula el permiso otorgado mediante oficio 108-05 del doce de agosto del dos mil cinco por parte del Administrador de la Administración del Refugio Nacional de Vida Silvestre Ostional del Área de Conservación Tempisque del Sistema de Áreas de Conservación del Ministerio de Ambiente y Energía. Se ordena al Director del Área de Conservación Tempisque del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, que en tratándose de que el Refugio de Vida Silvestre Ostional es de dominio público y forma parte del patrimonio nacional, por lo que no puede autorizar actividad alguna dentro del  mismo que no tienda si no a su protección e investigación. CL 

1689-07. DAÑO A MANTOS ACUÍFEROS POR CONSTRUCCION DE TORRE DE ALTA TENSION. En este caso, cuestiona el recurrente los posibles efectos que la instalación de las torres de alta tensión o línea de transmisión en el sector de Calle Celina, Barrio San Vicente y La Arena, ambos de Grecia puedan generar al medio ambiente y la salud de la población. En este caso no  quedó demostrado que existan riesgos para la salud de la población o el medio ambiente.  Sino que por el contrario,  quedó acreditado que la institución recurrida realizó los estudios de impacto ambiental en la zona donde se construirían dicha torres. Se determinó que la zona donde se ubica la torre en cuestión no forma parte de las áreas de alta recarga de los acuíferos del Poás, ni siquiera de los ubicados en el cantón de Grecia. SL
1692-07. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL EN COMUNIDAD DE SARAPIQUI. Alega la recurrente que denunciaron ante el Ministerio de Salud, la contaminación ambiental que afecta a decenas de vecinos, provocada por una iglesia cristiana clandestina, ubicada 75 metros sur del Ebais. Indicó que utilizan instrumentos eléctricos y de percusión, amén de los aplausos y gritos que durante los martes, jueves, sábados y domingos realizan, de 6 de la tarde a las 9 de la noche, en un lugar abierto debajo de una casa de habitación que toman como iglesia. También han denunciado una chanchera ilegal y llevan varios años de contaminar con fuertes olores por la tenencia de más de 500 cerdos ubicados en una comunidad vecina, cuyos desechos van directamente al Río Sarapiquí y los fuertes olores llegan a su comunidad. Aseguró que al no tener recolección de basura por parte de la Municipalidad y al ser una zona inundable, los vecinos tiran la basura al Río Sarapiquí o a sus afluentes, o los depositan en un hueco y cuando hay inundación, esa basura se esparce por todo el vecindario. Las aguas grises están a la libre, contaminando lotes vecinos sin control por parte del Ministerio de  Salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Ministra de Salud, a la Directora del Área Rectora de Salud de Sarapiquí, al Alcalde Municipal y Presidente del Concejo Municipal de Sarapiquí, que tomen y dispongan las acciones necesarias para que de inmediato se corrija el problema de contaminación denunciado por el recurrente y se le brinde a la comunidad de Tres Rosales el servicio de recolección de basura. CL
1459-07. CONSTRUCCION DE DIQUE. Alegan los recurrentes que plantearon una denuncia ante el Departamento de Aguas del Ministerio del Ambiente y Energía,  por la construcción ilegal de un dique en la margen izquierda del río Rojo, a la altura de la comunidad de Toro, lo que provoca problemas de inundaciones en las comunidades de Larga Distancia y Lomas del Toro de Matina, que se encuentran ubicadas entre los cauces de los ríos Rojo y Toro, sin que hasta ahora se haya arreglado el problema. Se declara con lugar el recurso en contra del Ministerio del Ambiente y Energía y la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. Se ordena al Jefe del Departamento de Aguas del Ministerio del Ambiente y Energía, y al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, determinar en los quince días siguientes a la comunicación de esta sentencia los riesgos de inundación que pueden enfrentar los vecinos de Toro, e impartir, sin más dilación, las órdenes necesarias para remediarlos. En cuanto a la Compañía Bananera Carrandi se declara sin lugar el amparo. CL
1458-07. CORTA DE ÁRBOLES POR AMPLICACION DE CALLE.  Alega la recurrente que con motivo de la ampliación de la vía ubicada a un costado de las instalaciones de la Televisora Canal 6 en la Uruca, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y  el Consejo Nacional de Vialidad tienen proyectado cortar varios árboles existentes en dicho lugar.  Indica que tal ampliación, perjudica el medio ambiente y la belleza escénica del lugar, que en su criterio no se puede justificar.  Aduce que los árboles en cuestión podrían ser considerados patrimonio nacional en razón de que son muy antiguos. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
2901-07. REFORMA AL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.  Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la reforma parcial del artículo 41 bis de la Asamblea Legislativa (expediente 16.521). Se evacua la consulta legislativa facultativa, del procedimiento legislativo seguido para el trámite del proyecto del acuerdo para reformar parcialmente el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa (expediente No. 16.521),  en el siguiente sentido: a)  Por unanimidad, se declara que constituye un vicio sustancial del procedimiento legislativo la inadmisión ad portas de las apelaciones formuladas por algunos Diputados y Diputadas, tanto en la Comisión como en el Plenario. b) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta y Certad- que no existen los otros vicios de procedimientos alegados. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto, y estiman que hay vicios sustanciales en cuanto lo siguiente: 1) el trámite de la moción para fijar el procedimiento especial, por infracción de los principios de publicidad y del derecho de enmienda propios de la función legislativa; 2) las limitaciones arbitrarias y excesivas del derecho de enmienda y de participación de las minorías, tanto en el procedimiento seguido ante la Comisión dictaminadora , como ante el Plenario de la Asamblea; 3) falta de fundamentación de la resolución de la Presidencia de la Comisión que rechazó las mociones de fondo; 4) el rechazo injustificado de mociones de reiteración presentadas ante el Plenario. c) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta, Cruz y Certad- se declara que en la tramitación del procedimiento no se han quebrantado los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y consideran que la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, por encontrarse este suspendido por resolución de la Sala Constitucional, contiene un vicio sustancial del procedimiento. d) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta y Certad-, en cuanto al fondo, se estima que no es inconstitucional la reforma propuesta del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en lo relativo a los tratados públicos y convenios internacionales, excepto en relación a los contemplados en el artículo 7°, párrafo 2°, de la Constitución, que tienen un procedimiento pautado en la Norma Fundamental. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran inconstitucional la reforma parcial del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en cuanto autoriza la aplicación de ese trámite a los tratados y convenios internacionales. Notifíquese a los Diputados y Diputadas consultantes y al Presidente del Directorio.

2414-07. CONVENCION SOBRE LA CONSERVACION DE ESPECIES MIGRATORIAS. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Adhesión de Costa Rica a la Convención sobre la Conservación de las Especies Migratorias de Animales Silvestres. Se evacua la consulta referente al proyecto de ley, que se tramita en el expediente legislativo número 16126, en el sentido de que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarios a la Constitución Política.-

2298-07. TRADUCCION DE TLC A BRAILE. TRADUCCION A LESCO EN SISTEMA NACIONAL DE RADIO Y TELEVISION. Acusa el recurrente que ni la Asamblea Legislativa, ni la Imprenta Nacional tomaron las previsiones para publicar el Proyecto del Tratado de Libre Comercio (CAFTA) en el lenguaje para no videntes, braille. Por otra parte señala que el Sistema Nacional de Radio y Televisión no ha implementado la transmisión simultánea en lenguaje de señas costarricenses (Lesco),  lo que implica que las personas no oyentes no puedan conocer las sesiones parlamentarias y las de las comisiones respectivas. Se declara sin lugar el recurso, sin embargo, tome nota el Sistema Nacional de Radio y Televisión S.A. de lo establecido en el último considerando. El Magistrado Jinesta salva parcialmente el voto y declara el recurso parcialmente con lugar. SL
2274-07. TRAMITACION DEL TLC EN COMISION LEGISLATIVA. Alega el recurrente que en la Comisión de Relaciones Internacionales y Comercio Exterior de la Asamblea Legislativa, se ha dado una violación a sus derechos fundamental, por las objeciones al sistema democrático representativo —consagrado constitucionalmente— y al procedimiento seguido para aprobar el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y Estados Unidos (CAFTA). En este caso, los reparos formulados por el amparado no pueden ser objeto de escrutinio en esta sede por la vía del amparo, puesto que el Tratado dicho ni siquiera ha sido aprobado definitivamente por la Asamblea Legislativa y en este estadio del trámite legislativo, al ser los actos cuestionados de naturaleza meramente preparatoria y carentes de efectos externos, no pueden ser tomados en cuenta en forma individualizada para los efectos del amparo. Sobre el tema se citan las sentencias 14184-06, 638-98, 8630-06, 10183-06, 7776-99, 3109-00. RP
2159-07. REFERENDUM VINCULANTE SOBRE TLC. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Directora del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa en lo referente al Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de América, Centroamérica y República Dominicana. No ha lugar a evacuar la consulta. El Magistrado Cruz consigna nota.

1910-07. ACUERDO DE COOPERACION FINANCIERA ENTRE COSTA RICA Y EL BANCO EUROPEO DE INVERSIONES. Consulta Legislativa del Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de “Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones”. Se evacua la consulta legislativa preceptiva formulada en el sentido que es inconstitucional el trámite seguido para la aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones, en tanto se incluyó por vía de enmienda los artículos 3, 4 y 5 al proyecto de aprobación, que cambian respectivamente el sentido de lo pactado por las Partes en los numerales 1 inciso (ii), 5 y 12 del Convenio. Debe retrotraerse el conocimiento de este proyecto al momento procedimental inmediatamente anterior a la comisión de la violación detectada. En lo demás, esta Sala no observa vicios de inconstitucionalidad en el proyecto en análisis. Los Magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto y no encuentran inconstitucionalidad alguna en el proyecto consultado.

BANCARIO 
1455-07. LISTA NEGRA.  Señala el recurrente que se constituyó en fiador de una operación crediticia en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, la cual es estimada como incobrable por dicha institución desde el 31 de marzo de 2000. Por lo anterior, seis años después, el recurrente continuaba apareciendo bajo la condición de incobrable en las bases de datos del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
1457-07. NIEGAN CREDITO BANCARIO. ADULTO MAYOR. Alega el recurrente que le fue negado en el Banco Popular un crédito por ser una persona mayor de 70 años. Se declara sin lugar el recurso. Salvan el voto los Magistrados Armijo Sancho y González Quiroga y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
COLEGIOS PROFESIONALES
2806-07. COLEGIOS DE PSICOLOGOS LIMITA FORMULARIOS PARA CERTIFICADOS DE PORTACION DE ARMAS. Alega el recurrente que mediante acuerdo de la Junta Directiva del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica,  se establece que "l. Cada Psicólogo y Psicóloga autorizados en cualquiera de las áreas de idoneidad mental y que laboren en libre ejercicio de su profesión, tendrá derecho a adquirir no más de (40) cuarenta certificados por mes, de forma no retroactiva. 11. Los Psicólogos o Psicólogas que laboren en una institución por tiempo completo y además realicen en su práctica evaluación de Idoneidad Mental, tendrán posibilidad de comprar como máximo (20) veinte formularios.", ello según el Manual de normas y procedimientos para la elaboración de los certificados psicológicos de idoneidad mental para portar armas de fuego y para laborar en seguridad privada. Sobre el tema se cita la sentencia 2448-06, en donde  la Sala anuló el acuerdo tomado por la Junta de Gobierno del Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, por cuanto limitaba la cantidad de formularios que pueden comprar los médicos que trabajan en la expedición de certificados para obtener la licencia de conducir por mes a solamente 400. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el acuerdo número VI-41-31-2006 tomado en la sesión ordinaria Número 31 celebrada el 12 de diciembre del 2006, de la Junta Directiva del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica, publicado en la Gaceta número 19 del veintiséis de enero de 2007 en cuanto dispone  que "l. Cada Psicólogo y Psicóloga autorizados en cualquiera de las áreas de idoneidad mental y que laboren en libre ejercicio de su profesión, tendrá derecho a adquirir no más de (40) cuarenta certificados por mes, de forma no retroactiva. 11. Los Psicólogos o Psicólogas que laboren en una institución por tiempo completo y además realicen en su  práctica evaluación de Idoneidad Mental, tendrán posibilidad de comprar como máximo (20) veinte formularios." Asimismo se anula la frase del punto 3.d del Manual de Normas y Procedimientos para la Elaboración de los Certificados Psicológicos de Idoneidad Mental para Portar Armas de Fuego y para Laborar en Seguridad Privada que dice: "Cada certificado debe ser emitido con una distancia mínima de cuatro horas, por ser una evaluación clínica.".  En lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso en todos sus extremos. CL Parcial
COMERCIO
2842-07. REVOCATORIA DE PERMISO SANTARIO DE FUNCIONAMIENTO. Alega el recurrente que el Ministerio de Salud  clausuró la empresa que representa, porque se el otorgó el permiso sanitario de funcionamiento sin contar, previamente, con viabilidad ambiental. En este caso, el Ministerio otorgó tan solo 48 horas a la empresa para ponerse a derecho, el plazo es claramente desproporcionado. Si bien la actividad comercial está sujeta a regulaciones por parte del Estado, lo que ampliamente ha reconocido esta Sala, las reglas deben estar definidas. Si el Ministerio de Salud otorgó el permiso y el funcionamiento de la empresa se ajusta a los términos de éste, no es posible ahora simplemente desconocerlo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan los oficios No. DRCN-PAH-47-07, de la Dirección Central Norte, y No. ARSA-2-058-2007, del Área Rectora de Salud 2, ambas del Ministerio de Salud. CL
2549-07. MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA A EMPRESA. (CIERRE) Acusa el recurrente que presentó ante el Tribunal recurrido una denuncia, en vista de que un trabajador de la Bomba SERPASA derramó lubricante en las tuberías pluviales. Aduce que por ese hecho aislado, lo cual comprobaron los funcionarios del órgano recurrido al realizar la inspección, se sancionó a la empresa amparada con la paralización de operación de la estación de servicio, como medida cautelar, lo cual estima irrazonable y desproporcionado, aún cuando dentro de las recomendaciones no se sugirió ello.  Además, acusa que no se les dio traslado de la denuncia, lo que no les ha permitido ejercer su derecho a la defensa. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Sosto salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso. SL
2410-07. DELIMITACIÓN DE LINDEROS MARINOS DE PARQUES NACIONES Y ZONAS PROTEGIDAS.  Acción de Inconstitucionalidad contra de las normas que determinan límites de los parques y áreas protegidas marinas del Pacífico. La normativa que se impugna establece la delimitación de linderos marinos de los Parque Nacionales y zonas protegidas terrestres dentro del mar territorial,  que se establecen por leyes y decretos sin estudios técnicos reduciendo el área de pesca de pobladores de la zona. RF
2064-07- PROCEDIMIENTO DE DECOMISO DE MERCADERIA QUE SE VENDA SIN PATENTE EN MUNICIPALIDAD DE PEREZ ZELEDON. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 46 inciso e) y f) y artículo 47 inciso a) del Reglamento de Patentes Municipales de la Municipalidad de Pérez Zeledón. Contra decomiso de máquinas de juego. Señala que la norma impugnada ordena el decomiso de la mercadería a quienes vendan sin patente y cobra una multa del 40% del valor de los bienes decomisados. Se considera que limita el derecho de propiedad, la cual, únicamente puede ser restringida por razones de interés público y mediante un procedimiento establecido que garantice al administrado la defensa de sus intereses y patrimonio frente al poder estatal. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase “… las cuales no podrán ser inferiores al monto señalado en el inciso d) de este artículo.” contenida en el inciso f) Sexto del artículo 46, así como el inciso a) del artículo 47, ambos del Reglamento de Patentes Municipales de la Municipalidad de Pérez Zeledón. En lo demás se declara sin lugar. CL Parcial
1784-07. CIERRE DE NEGOCIOS JUEVES Y VIERNES SANTO. Alega el recurrente que la disposición legal que prohíbe la venta de licores durante jueves y viernes santos, obedece a criterios considerados válidos en la Costa Rica del siglo pasado y amparados en una simple visión subjetiva de moral y respeto, lo cual cercena el derecho a la libertad de comercio. Sobre el tema se cita la sentencia 3630-93 y al no encontrarse motivos para variar el criterio, se rechaza de plano el recurso. RP   

1556-07. SANCIONES A COMERCIALIZADORAS DE SEGUROS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Reglamento para la Operación de Entidades Comercializadores de Seguros. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de la accionante, las sanciones que en ellas se prevé constituyen materia reservada a la ley, de manera que su establecimiento por medio de la vía reglamentaria resulta inconstitucional. SL
1553-07. COBRO DE PLANILLAS POR PARTE DE LA CCSS, CON BASE EN UNA CERTIFICACION. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 53, párrafo segundo, de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Alega el recurrente que la normativa impugnada que dispone que la certificación extendida por la Caja, mediante su Jefatura de Cobro Administrativo o de la sucursal competente de la Institución, cualquiera que sea la naturaleza de la deuda, tiene carácter de título ejecutivo, una vez firme en sede administrativa” es violatoria del Derecho de la Constitución. Considera que en nuestro sistema jurídico constitucional no puede haber una “suplantación de poderes”, en virtud de la cual pueda la CCSS certificar y cobrar deudas sin que exista sentencia judicial firme, por corresponder a ésta decidir si existe o no tal obligación. Sobre el tema se citan las sentencias 4264-00 y 2996-05 y con base en este antecedente se rechaza por el fondo el recurso. RF
1548-07. QUEJA SOBRE UBICACIÓN DE TOLDOS EN CARNAVALES DE PUNTARENAS. Alega el recurrente que las autoridades recurridas no han tomado las acciones correspondientes para hacer respetar el acuerdo municipal firme tomado en Sesión Ordinaria número 2 celebrada el 21 de julio del 2006, articulo 5 inciso a, en donde se dispuso tomar como base lo dispuesto en la resolución número DFOE-SM-51-2005 emitida por la Contraloría General de la República, considerando prohibido instalar toldos, bares, ventas de comida y otros negocios a diez metros de distancia de una serie de esculturas de piedra ubicadas en el Paseo de los Turistas en Puntarenas. En este caso la pretensión del recurrente excede la naturaleza sumaria del recurso de amparo, por lo que deberá plantear su inconformidad ante las propias autoridades municipales recurridas, podrá denunciar el hecho por incumplimiento de deberes y podrá interponer la queja correspondiente ante la Defensoría de los Habitantes. RF
CONTRATOS O LICITACIONES
2102-07. SANCIONAN A EMPRESA POR SENTENCIA PENAL ANTERIOR. Alega la recurrente que presentó ante la autoridad recurrida una solicitud de concesión minera en cauce de dominio público, para explotarse en el cauce del Río Brasil en Sardinal de Guanacaste. Indica que en el expediente de su gestión se presentaron varias denuncias y junto con una de las denuncias se aportó una sentencia de sobreseimiento definitivo, emitida por el Juzgado Penal de Santa Cruz, por el delito de usurpación de bienes de dominio público e invasión de área de protección. Alega que ese sobreseimiento se dictó por haberse logrado una conciliación. Señala que a raíz de esa sentencia de sobreseimiento, la autoridad recurrida solicitó la ampliación de la investigación de las denuncias y luego, resolvió inhabilitar por el plazo de 10 años a los amparados. En este caso se considera que no compete a esta jurisdicción determinar el punto que aquí se discute, por tratarse de un asunto de exclusivo resorte de la jurisdicción común. SL
1557-07. PROCEDIMIENTO PARA COMPRA DE MEDICAMENTOS DE LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 72 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma impugnada admite realizar comprar de medicamentos "...con la sola autorización de la Contraloría General de la República...", lo que impide a ésta ejercer el control de legalidad, de manera que se suprime las potestades de que goza la Contraloría General de la República para efectuar, vía recurso de apelación, el control de legalidad de los procedimientos instaurados por la Caja relativos a la adquisición de medicamentos, limitándose a una simple autorización, por lo cual no puede cuestionar el acto de adjudicación, indistintamente de la cuantía del negocio, ni impugnar el refrendo respectivo, excluyéndose asimismo en el caso concreto las disposiciones de la Ley de Contratación Administrativa.  Se declara con lugar la acción, y en consecuencia se anula la frase "se podrán realizar con la sola autorización de la Contraloría General de la República" contenida en el artículo 72 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro social, adicionado mediante la Ley número 6914 del veintiocho de noviembre de mil novecientos ochenta y tres. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la disposición anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las contrataciones formalizadas y finiquitadas, ni las que se encuentran en proceso de ejecución, con anterioridad a la publicación del texto íntegro de esta sentencia en el Boletín Judicial. En virtud de la declaratoria ordenada, y respecto del régimen recursivo y de intervención de la Contraloría General de la República, debe la Caja Costarricense del Seguro Social aplicar lo dispuesto en la Ley de la Contratación Administrativa, número 7494, reformada por la Ley número 7612, y a lo indicado en sentencia número 0998-98, de las once horas treinta minutos del dieciséis de febrero del año en curso, según proceda de acuerdo con la cuantía del negocio. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, a la Contraloría General de la República y a la Caja Costarricense del Seguro Social. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

2843-07. NIEGAN TRASLADO DE CENTRO EDUCATIVO A MENOR CON PARALISIS CEREBRAL.  Acusa la accionante que la Dirección Regional de Enseñanza  del Ministerio de Educación Pública rechazo el traslado de su hijo menor  de edad, el cuál presenta parálisis cerebral,  a la Escuela de San Pablo de Heredia se encuentra a doscientos metros de la vivienda de la familia. En este caso consta que la lesión al derecho a la educación y a la igualdad  del menor. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Desarrollo Educativo de la Dirección Regional de Educación, proveer lo necesario, en el marco de sus competencias, para que el menor amparado, reciba, de inmediato, la educación que necesita en un centro de estudios cercano a su lugar de residencia. CL 

2486-07. PRUEBA DE APLAZADOS.  Alega el recurrente que el menor amparado es alumno de undécimo año en el Colegio Técnico Profesional, siendo un estudiante cuyas calificaciones oscilan entre el ochenta y el cien; no obstante química es la única materia que aplazó en el año 2006, siendo que al ser solo ésta tendría derecho a presentar en examen de convocatoria, sin embargo, el profesor recurrido le indicó en forma verbal que estaba aplazado por la causal de ausentismo, por lo que no tenía derecho presentar examen de aplazados. SL 

2304-07. NIEGAN MATRÍCULA EN COLEGIO PRIVADO A ESTUDIANTES.  Alega el recurrente que los menores amparados son estudiantes del Colegio Saint Clare desde 2004. Afirman que en el mes de agosto de 2006 los tutelados recibieron una circular, en que se les pidió indicar si se iban a matricular en el centro accionado para el curso lectivo 2007. En esa ocasión los amparados llenaron el formulario correspondiente; no obstante, no se encontraban en la lista de matriculados. Manifiesta que el Jefe de Finanzas de la institución accionada entregó una carta del Director en la cual se denegaba formalmente la matrícula, basado en hechos falsos e inexactos, atribuyéndole a los recurrentes la falta de confirmación de la matrícula por los diferentes medios existentes. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia se ordena al Director General del Sistema Educativo Saint Clare, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin que los amparados sean matriculados inmediatamente en el presente curso lectivo en la institución recurrida, de modo que pueda iniciar sus lecciones con la mayor celeridad posible. CL
2412-07. UNIFORME EN CENTROS EDUCATIVOS DE PRIMARIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 28557-MEP del 15 de febrero del 2000, denominado “Reglamento de uniforme oficial en las instituciones educativas públicas”. La norma se impugna en cuanto no contempla la posibilidad de autorizar el uso del uniforme institucional en los centros educativos donde se imparte la educación primaria, permitiéndolo sólo en aquellos centros educativos que imparten el tercer ciclo de la educación general básica y la educación diversificada. SL
2383-07. CONDICIONES DE CENTRO DE ESTUDIOS EN CARIARI.  Señala el recurrente que los estudiantes del Centro de Educación de Adultos (CINDEA) de Cariari reciben clases en un corral para ganado y una chanchera, sin servicio sanitario, sin fuentes de agua potable, ni electricidad, impidiéndoles acceder al derecho a la educación en condiciones de dignidad. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública, realizar las mejoras sanitarias del caso a efectos de que se respete el derecho a la salud y el derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de todos los que asisten el Centro de Educación de Adultos (CINDEA) de Cariari. Asimismo se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Pococí, supervisar las condiciones sanitarias del centro educativo mencionado, ser vigilante y asegurar que en un breve plazo se cumplan con las exigencias que legal y reglamentariamente correspondan, en cuenta el permiso sanitario de funcionamiento. CL
2369-07. NIEGAN MATRICULA EN COLEGIO PUBLICO POR FALTA DE CUPO.  Alega la recurrente que se apersonó al Liceo Samuel Sáenz, a fin de matricular a su hija. Sin embargo, le denegaron la matrícula, bajo el argumento de que "ellos pertenecen a otro perímetro". Considera que tal denegatoria  le ocasiona un grave perjuicio a lo amparada, toda vez que -por la cercanía a su domicilio y la facilidad de transporte público-  solamente se hizo prematricula en esa institución. En relación con este tema se citan las sentencias 1662-00, 4931-00  y 6918-00. SL
2372-07. PRUEBA DE APTITUD PARA INGRESO A PRIMARIA. Alega la recurrente que  su hija presentó una prueba de aptitud para ingresar al ciclo materno infantil, la cual no aprobó. Consideran los recurrentes, que la prueba fue mal formulada y mal practicada, razón por la cual interpusieron un recurso de apelación el once de diciembre de dos mil seis. Consta que el recurso de apelación fue debidamente contestado. Asimismo, es menester indicar que si los recurrentes tienen alguna inconformidad con la respuesta a la apelación o en relación con la prueba de aptitud, eso no le corresponde conocerlo a este Tribunal. SL
2135-07. PRISIÓN PREVENTIVA ORDENADA DE OFICIO. Manifiesta el recurrente que el Tribunal Penal de Cartago ordenó de oficio la prórroga de la prisión preventiva contra el tutelado. En este caso consta que la causa ya fue elevada a juicio e, incluso, cuenta con fecha para debate. Sobre el particular, la Sala ha resuelto que el juzgador, aún sin solicitud expresa del Ministerio Público, a efecto de asegurar la realización de la audiencia, puede disponer la prisión preventiva del encausado si se hallare en libertad y desde luego mantener esa medida precautoria si no estuviere en libertad. Se citan las sentencias 2992-05, 14902-05 y 13452-06. Además, consta que la medida se encuentra debidamente fundamentada. SL  

2136-07. CAMBIO DE DEFENSOR. Alega el recurrente que a pesar de que planteó la autorización y acreditación de la defensa técnica a favor del amparado, no se ha dado curso a su gestión, situación que considera un grave perjuicio al amparado, en razón de que se le niega al recurrente, como defensor del amparado el acceso al expediente, y también se le impide el poder visitarlo en el Centro de Atención Institucional San José. En este caso, consta que al amparado no se le ha negado el acceso al expediente respectivo. Por otra parte, el acusado contó siempre con la defensa por parte de un representante de la defensa pública de Bribí. Al respecto, este Tribunal en sentencia número 2006-001765 de las dieciocho horas y treinta y tres minutos del catorce de febrero del dos mil seis señaló que “el cambio de defensor no produce efecto sino hasta el momento en que el primero es sustituido”. SL
2095-07. REVOCAN MATRICULA POR RAZONES DE CONDUCTA EN INSTITUCION PRIVADA. Alega la recurrente que su hija ha sido alumna regular de una institución privada; sin embargo, el 14 de noviembre de 2006, se notificó a sus padres  la decisión del Consejo de profesores de no autorizar su matrícula por no haber cumplido la condición de matrícula de su hija, sin indicar cuál era esa condición, con lo cual se le coloca en un estado de indefensión frente al centro privado. Este Tribunal Constitucional ha considerado que no es ilegítimo que un centro educativo privado se niegue a admitir la matrícula de determinado estudiante que durante el curso lectivo ha presentado reiterados problemas de conducta. Se cita la sentencia 592-06. En el caso concreto quedó demostrado que la decisión no fue intempestiva. SL
2093-07. NIEGAN MATRICULA PORQUE REPROBÓ CURSO LECTIVO ANTERIOR. Alega el recurrente que su hijo reprobó el curso lectivo en una institución privada y por esa razón le fue rechazada la matrícula, a pesar de ser alumno regular. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Sosto salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
1991-07. CONDICIONES EN QUE RECIBEN CLASES LOS ESTUDIANTES CON NECESIDADES ESPECIALES EN ESCUELA DE ESCAZU.  Alega el recurrente que los alumnos con necesidades especiales en la Escuela de Bello Horizonte de Escazú, actualmente reciben sus lecciones en una bodega pequeña, insalubre, sin ventilación y sucia. Están hacinados junto con toda clase de objetos. Esto impide desarrollar las clases y además se expone a los estudiantes a un accidente o alguna enfermedad. Al tratarse de una bodega, las clases incluso son constantemente interrumpidas por las personas que ingresan a buscar algún objeto almacenado. Otros tres alumnos con adecuaciones significativas son atendidos en una mesa de la biblioteca, al mismo tiempo que otros niños juegan o ven televisión, mientras que los docentes conversan entre sí o atienden a los padres de familia. Este ambiente dificulta el proceso de aprendizaje de los estudiantes con retardo mental. Asegura que no se les brinda el presupuesto destinado para la compra de material didáctico, mobiliario y todo aquello que sus encargados, con un criterio técnico estimen necesario para mediar mejor el aprendizaje de esta población. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, tomar las previsiones presupuestarias necesarias para garantizar que los estudiantes con adecuaciones curriculares significativas y necesidades educativas especiales del Centro Educativo Bello Horizonte de Escazú, reciban lecciones en un recinto apropiado para desarrollar el proceso de aprendizaje en cuanto a dimensiones, ventilación, luz dentro del plazo de un mes contado a partir de la comunicación de esta resolución. CL
DERECHO A LA INFORMACION
2516-07. ACCESO A INFORMACION SOBRE FUNCIONARIOS PUBLICOS. Alegan los recurrentes que el Área de Gestión de Recursos Humanos del Servicio Civil se negó a facilitar la información solicitada el 19 de octubre de 2006, relativa a la clasificación de los puestos de Director y Subdirector de Adaptación Social y el Archivo Nacional. En su criterio, lo anterior es arbitrario y lesiona el Derecho de la Constitución. En las sentencias 14563-05 y 11880-02, la Sala Constitucional desarrolló los alcances y matices del derecho protegido en el artículo 30 de la Constitución Política. Considera la Sala que resulta evidente el interés de los actores de conocer detalladamente los atestados académicos, profesionales y personales de los funcionarios públicos que desempeñan esos cargos, salvo que tales instrumentos posean datos sensibles de estos servidores, los cuales sí justifican un tratamiento diferenciado.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora del Área de Gestión de Recursos Administrativos de la Dirección General de Servicio Civil, que adopte las medidas necesarias para facilitar a los recurrentes, dentro del término improrrogable de diez días a partir de la notificación de esta sentencia, una copia de los cuestionarios de análisis ocupacional de los puestos de Director y Subdirector General del Archivo Nacional y de la Dirección General de Adaptación Social, a menos que contengan datos sensibles de los funcionarios públicos que ocupan esos cargos. CL
1452-07. NIEGAN INFORMACION SOBRE CLIENTES DE RECOPE. Alega el representante de la empresa amparada que solicitó a la Refinadora Costarricense de Petróleo que le indicara cuáles han sido, durante los últimos cinco años, las empresas clientes de RECOPE en la compra de gas LP y cuánto les ha vendido mensualmente durante ese mismo plazo. La información le fue negada por la Jefa de Relaciones Comerciales, aduciendo que no es procedente ni recomendable que tenga acceso a esa información porque relación de la Refinadora Costarricense de Petróleo con sus clientes es de carácter privado. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Jinesta y González salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
DERECHO A LA SALUD

2216-07. NIEGAN MEDICAMENTO A MENOR DE EDAD.  Alega la recurrente que su hija es paciente del Hospital Dr. Max Peralta y el médico tratante en el Servicio de Neurología Infantil-Pediatría de ese hospital  le prescribió un medicamento a fin de que atendiera su padecimiento de epilepsia; el medicamento se le entregó por varios meses; sin embargo, en el Hospital le han indicado –sin justificación alguna- que ahora no pueden proporcionárselo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que, de inmediato, adopte las medias pertinentes y giren las instrucciones necesarias, en coordinación con las autoridades del Hospital Dr. Max Peralta, para que se le suministre a la amparada el tratamiento prescrito de Valpakine, en las dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
2130-07. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que se le diagnosticó cáncer de colon, con metástasis en otras partes del cuerpo, por lo que requirió primero ser intervenido quirúrgicamente y posteriormente ser sometido a un tratamiento con quimioterapia.   Indica que su médico tratante le indicó que debía recibir otro tratamiento con quimioterapia y el medicamento denominado "Avastin", a fin de tener mejores resultados en su tratamiento; sin embargo dicho requerimiento fue rechazado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo, y a la Presidenta del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se suministre al amparado el medicamento denominado Avastín, por el tiempo y en las dosis prescritas por su médico tratante, bajo la estricta responsabilidad de ésta. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
1934-07. TRATAMIENTO ODONTOLOGICO.  Manifiesta el recurrente que se presentó al Ebais de San Francisco de Dos Ríos, donde requirió ser atendida en el Servicio de Odontología debido a un fuerte dolor en muela.  Señaló que se le retiró la calza preexistente en la pieza dental y le colocó una pasta temporal en la cavidad.  Agregó que la doctora, le indicó que debía someterse a un tratamiento de nervio con urgencia, pero que dado que la Caja Costarricense de Seguro Social no cuenta con especialistas en endodoncias, debía realizarlo en una Clínica Privada.  Actualmente, sufre de dolores muy fuertes en la mandíbula en razón de los problemas dentales que tiene.  Estima que la denegatoria por parte de las autoridades recurridas en brindarle la atención que requiere violenta su derecho a la salud.  Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho a la salud. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, suministrarle a la amparada el tratamiento que requiere, salvo que razones médicas lo desaconsejen -lo que deberá valorar el especialista respectivo-. En caso de no poderse brindar dicho tratamiento, deberá coordinar lo que corresponda para que de manera inmediata se someta a la recurrente, con la contratación de servicios externos si resulta necesario, a dicho tratamiento. CL
2053-07. MEDICAMENTO. Alega la amparada que sufre de un carcinoma metastático en el pulmón izquierdo con derrame pleural izquierdo. Que su médico tratante le prescribió el medicamento denominado TARCEVA -cuyo ingrediente genérico se denomina ERLOTINIB-. Que dicho tratamiento es esencial para que aumentar la sobre vida y mejorar la calidad de vida. Señala que en el Comité Central de Farmacoterapia se le informó que más o menos tardarán un mes en resolver la solicitud remitida por el Comité Local del San Juan de Dios, situación que podría provocar un daño irreversible en la ya deteriorada salud de la amparada, pues el tratamiento una vez iniciado no se puede suspender. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo; y a la Jefe del Departamento de Farmacoepidemiología y Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia; ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata, se entregue a la amparada el medicamento Erlotinib (TARCEVA) NO LOM, bajo la estricta responsabilidad de la médica prescriptora del Servicio de Oncología, y Comité Local de Farmacoterapia, todos del Hospital San Juan de Dios. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
1472-07. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que se le diagnosticó la enfermedad denominada como "lupus eritematoso sistémico o lupus", enfermedad considerada como autoinmunitaria. En atención a sus padecimientos, se le recetó el medicamento denominado "Leflunomida" conocido como "Arava", del que se ha demostrado que tiene una eficacia clínica en el tratamiento de la AR (provocada por el lupus eritematoso sistémico), con mínimos efectos colaterales; durante los meses que ha llevado el tratamiento de "Leflunomida" ha mejorado su calidad de vida en más de un 50%, lo cual le ha permitido poder trabajar y realizar las actividades propias del hogar; sin embargo, el pasado mes de diciembre, en la Farmacia del Hospital México se le indicó que el referido medicamento se encontraba  agotado, y que a pesar de que existe un expediente administrativo para realizar la compra del mismo, ese trámite puede tardar hasta tres o cuatro meses, lo que implica que dicho medicamento no se le continuará brindando, con las consecuencia perjudiciales que ello provoca en su estado de salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General interino del Hospital México y al Presidente Ejecutivo de esa institución, tomar las medidas de urgencia, en coordinación con el Departamento de Adquisiciones, la Dirección de Recursos Materiales  y la Junta Directiva, de la Caja Costarricense de Seguro Social, para adquirir suficientes existencias de Leflunomida, y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de dicho medicamento; y girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a la recurrente, se le suministre, el medicamento Leflunomida, en las fechas, cantidad y dosificación indicada por su médico tratante. CL
1471-07. MEDICAMENTO. Señala la recurrente que tiene un problema de salud de artritis reumatoidea, por el que se le había prescrito el fármaco leflunomida (Arava); no obstante, le fue interrumpido por razones de desabastecimiento del producto.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital México y al Presidente Ejecutivo de esa institución, tomar las medidas de urgencia, en coordinación con el Departamento de Adquisiciones, la Dirección de Recursos Materiales y la Junta Directiva, de la Caja Costarricense de Seguro Social, para adquirir suficientes existencias de leflunomida, y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de dicho medicamento; y girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a la recurrente se le suministre, el medicamento leflunomida, en las fechas, cantidad y dosificación indicada por su médico tratante. CL
1454-07. CENTRALIZACION DEL PROGRAMA DE TRANSPLANTES DE HIGADO Y CIRUGIA HEPATOBILIAR DE ADULTOS.  Los recurrentes impugnan el acuerdo de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) tomado en el artículo número 2 de la sesión número 8119, por cuanto estiman que con la decisión de centralizar el Programa de Transplantes de Hígado y Cirugía Hepatobiliar de Adultos en el Hospital Calderón Guardia, atenta contra sus derechos a la salud y a la vida, por cuanto el programa ha venido funcionando bien en el Hospital San Juan de Dios y en el Hospital Nacional de Niños, los profesionales en ciencias médicas que dirigen y ejecutan el programa se encuentran radicados en dichos hospitales y no en el Calderón Guardia, por lo que no podrían atender los casos en esos hospitales y en el Calderón Guardia. Además, la decisión de trasladar el programa de hospital se tomó sin consultar a los directores del programa y por último, el espacio al que se pretende trasladar el programa no cuenta con tomacorrientes y probablemente tampoco con condiciones asépticas que garanticen su salud. Sobre el tema del derecho a la salud, se indica que corresponde a la Caja Costarricense de Seguro Social como institución autónoma, la determinación en cuanto a su organización e implementación de los servicios de salud que preste, para lo cual se le otorga plena capacidad organizativa (artículo 71 párrafo segundo, 188 y 189.2 de la Constitución Política de Costa Rica), de manera que su organización, responde a criterios técnico y médicos especializados que, como parte de su autonomía, deben ser respetados por los demás componentes de la Administración y por los propios órganos jurisdiccionales. No obstante lo anterior, si se encontrare, que las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social o sus funcionarios no están prestando el servicio o la atención que se les encargó, esta Sala podría intervenir para normalizar la situación, pues ello sí implicaría una vejación del derecho a la salud y a la vida que esta Sala está llamada a tutelar como componentes de la gama de derechos humanos y fundamentales que protegen la integridad y la dignidad del individuo. Se rechaza por el fondo el recurso. Comuníquese esta sentencia al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y ordenan darle curso. RF
DERECHO DE PENSION
2153-07. REVALORIZACION DE PENSIONES EN FORMA AUTOMATICA. Alegan los recurrentes que el Ministro de Trabajo y la Directora Ejecutiva de la Dirección Nacional de Pensiones,  de  conformidad con lo establecido  por la Ley, dispusieron un mecanismo automático de revalorización o de  reajuste de los montos de las  pensiones y  jubilaciones en curso de pago, es decir, aplicables de  oficio por parte de  la  administración, sin que sea  necesaria la acción por parte de  los interesados, pues  los mismos se efectúan  automáticamente cuando se  acuerden aumentos por costo de  vida tanto a favor de los servidores  públicos activos, como  para los pensionados y jubilados. Si bien es  cierto dicha norma  fue declarada inconstitucional  por sentencia de esta  Sala número  2136-91, por haberse introducido  en Ley de Presupuesto, lo  cierto  es que se dejaron a salvo los  derechos adquiridos. Lo que  efectivamente reconoció la  Dirección Nacional de Pensiones  al continuar  realizando dichas  revalorizaciones de oficio. A principios de mil  novecientos  noventa y seis la Dirección  Nacional de Pensiones detectó  unos casos de  irregularidades en el pago de  pensiones, y aún cuando  no tenía  relación alguna, a partir de ese  año dejó, sin motivo aparente de realizar los aumentos  automáticos. En este caso consta que la Dirección Nacional de Pensiones no esta negando a los pensionados del Régimen de Hacienda su derecho a la pensión,  ni las revalorizaciones respectivas. Sobre la inconformidad  en la forma de obtener la revaloración de la pensión, se indica que no corresponde a la Sala determinar cuál es el procedimiento idóneo que debe aplicarse. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL   

1951-07. MODIFICACION DE MONTO DE PENSION Y COBRO RETROACTIVO.  Señala la recurrente que desde 2003 ella y su hija reciben una pensión producto de la muerte de su cónyuge, sin embargo, el 3 de junio de 2005, dos menores que se consideraban con derecho a obtener parte del monto que corresponde por concepto de pensión del causante interpusieron una gestión ante la Caja Costarricense de Seguro Social haciendo tal reclamación, ésta fue acogida el 12 de julio de 2006, a raíz de esto se rebajo el monto que perciben la recurrente y su hija e igualmente se procedió, sin debido proceso, a cobrarle los montos percibidos de más por concepto de pensión desde el 3 de junio de 2005. Se declara con lugar el recurso; en consecuencia se anula el acto administrativo contenido en el oficio SUD-103590598-2006 por violación al debido proceso. CL
1554-07. REQUISITOS PARA PENSION POR INVALIDEZ. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 6, incisos a) y b), del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Señala el recurrente que la norma impugnada viola principios constitucionales al determinar el número de cuotas mínimo y el porcentaje de pérdida de capacidad reglamentaria para que una persona se pensione por invalidez. La Sala ya ha tenido repetidas oportunidades de examinar la conformidad constitucional de la norma cuestionada en este asunto. Se cita la sentencias 7605-01 y se reitera que el esquema de calificación para recibir una pensión por invalidez es razonable. RF
1451-07. REVOCATORIA DE PENSION. Señala el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social pretende quitarle la pensión por invalidez que le fue otorgada en el año 2002, a pesar de que sigue siendo portador de SIDA, tiene 46 años, no tiene trabajo y su esposa también es portadora del virus. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales, lo que supone el disfrute de su pensión. Se anula el acto tomado por el Departamento de Cuenta Individual y Control de Pago, en que se levantó el estado de invalidez al tutelado y la resolución que la confirmó. Los Magistrados Calzada y Araya salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

2845-07. SE ORDENA EJECUTAR DESALOJO EN ALAJUELA. Alega la que el Ministerio de Seguridad Pública acogió un desalojo administrativo –promovido por la Municipalidad de Alajuela– de unos terrenos que colindan con su propiedad y que son bienes municipales destinados para parque. Indica que las autoridades no hacen nada para hacer efectivo el lanzamiento de los terrenos públicos en cuestión, lo que estima lesivo de sus derechos fundamentales. En este caso, constan en este expediente las varias gestiones por escrito que el ente municipal recurrido ha presentado ante las autoridades de la Fuerza Pública de Alajuela, tendientes a que se ejecute el desalojo ya ordenado en resolución firme del Ministerio de Seguridad.  En tal virtud, estima esta Sala que la omisión inconstitucional que se verifica en este caso es atribuible al Ministerio de Seguridad y no a la Municipalidad de Alajuela. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, se ejecute la resolución 2885-04-DM de las nueve horas del veintiocho de octubre de dos mil cuatro por ese Despacho Ministerial. CL
2408-07. PLAZO PARA PRESENTAR INFORMACIONES POSESORIAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Transitorio único de la Ley de Declaratoria de Ciudad para las Comunidades de Cahuita y Puerto Viejo del Cantón de Talamanca, Provincia de Limón, número 8464. La norma se cuestiona en tanto establece un plazo perentorio de un año a partir de la vigencia de esa ley para que los poseedores de inmuebles ubicados en la zona marítimo terrestre de Cahuita y Puerto Viejo por más de cuarenta años, inicien los procedimientos de titulación mediante el procedimiento que establece al efecto la Ley de Información Posesoria. El accionante estima esta disposición es violatoria de sus derechos, en tanto se desconoce el derecho de posesión que se ha ejercido, y que es un atributo del derecho de propiedad, conforme al artículo 264 del Código Civil, siendo que el derecho que las personas (físicas o jurídicas) que ejercen sobre las cosas sólo puede ser afectad o limitada por motivos de interés público, en forma razonable y proporcional, para su ulterior expropiación; existiendo además, reserva legal absoluta para imponer limitaciones a los derechos fundamentales. En este caso se analiza la naturaleza jurídica de los bienes demaniales. El concepto de zona marítimo terrestre y la demanialidad de la zona marítimo terrestre en el ordenamiento jurídico costarricense. Se rechaza por el fondo la acción. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República. RF
2063-07. TITULACION DE TIERRAS EN AREAS PROTEGIDAS.  Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 179 de la Ley de Tierras y Colonización, Reglamento para la Titulación en reservas nacionales y los Decretos Ejecutivos números 27726, 27861-MINAE-MAG, 28743 MAG-MINAE, 28744, 28745 Y 28746-MINAE-MAG. La Procuraduría General de la República  solicita la declaratoria de inconstitucionalidad de las normas impugnadas por lo siguiente: a) Por permitir al Instituto de Desarrollo Agrario dictar reglamentos para la ejecución de esa ley, sin que la norma establezca distinción alguna respecto si se trata de una reglamentación ejecutiva o autónoma, teniendo como base que la competencia para dictar los primeros, por mandato constitucional –artículo 140 inciso 3)– ha sido reservada en exclusiva al Poder Ejecutivo; motivo por el cual, en su defecto, solicita que se interprete que esa regulación se refiere en exclusiva a la segunda categoría. b) Se impugna el Reglamento para la titulación en reservas nacionales, por estimar que se trata de un reglamento ejecutivo, no autónomo, por la indebida motivación legal del reglamento,  al establecer un procedimiento especial y diferenciado del dispuesto en la Ley de Informaciones Posesorias para titular tierras, regula materia que está reservada a la ley y por traducirse en una desprotección de los bienes públicos, en concreto del patrimonio natural del Estado, teniéndose en cuenta que la acción de recuperación de los inmuebles adquiridos en forma ilícita no es un medio idóneo de tutela; y la titulación tiene efectos nocivos al medio ambiente, al traducirse en la pérdida del bosque y la erosión de las tierras, al posibilitar diversos usos agrícolas en la zona, con lo cual se quebranta el principio preventivo contra el deterioro de los recursos naturales, que rige la materia ambiental; y faculta la operatividad del silencio positivo con el simple transcurso del plazo, en contradicción de la jurisprudencia vinculante de la Sala Constitucional y del artículo 4 de la Ley Forestal, que establecen la inoperatividad del silencio positivo en la materia ambiental. c) Los decretos 27.726-MINAE-MAG, 27.861 MINAE-MAG, 28.743 MINAE-MAG, 28.745 MINAE-MAG y 28.746 MINAE-MAG,  que traspasan tierras de la reserva nacional al IDA para el proyecto de titulación, por estimarlos violatorios del principio de razonabilidad, sobre la base de la inconstitucionalidad declarada de la Ley de Titulación en reservas nacionales (número 7599), estima ilógico mantener su vigencia, ya que carecen de todo sustento legal para alcanzar el objetivo que se pretendió; además de que, al tenor de la jurisprudencia del Tribunal Agrario, se exige para su titulación la sujeción a los procedimientos dispuestos en la Ley de Tierras y Colonización, sin considerar la existencia de derechos de dominio previo. Se declara Parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el Reglamento para la Titulación en Reservas Nacionales, aprobado por acuerdo de Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario, en sesión 055-02 del doce de agosto del dos mil dos, y publicado en La Gaceta 173, del diez de setiembre del dos mil dos. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas que se anulan, sea el doce de agosto del 2002 y el 16 de abril de 1996, respectivamente. Lo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial del Estado que derive de esta inconstitucionalidad. Se declara que no es inconstitucional el artículo 179 de la Ley de Tierras y Colonización, siempre y cuando se interprete que la potestad de emitir reglamentos ejecutivos recae únicamente en el Poder Ejecutivo. Certifíquese el escrito de interposición de la acción (agregados a folios 1 al 29 del expediente) que se dejará en autos, para que se tramite como amparo en lo relativo a la impugnación que se hace respecto a los decreto 27726-MINAE-MAG, 27861-MINAE-MAG, 28743-MINAE-MAG, 28744-MINAE-MAG, 28745-MINAE-MAG y 28746-MINAE-MAG, que traspasaron tierras de reserva nacional al Instituto de Desarrollo Agrario para proyectos de titulación de tierras. CL Parcial
DERECHO DE TRABAJO
2750-07. SUSPENSIÓN DE CONSURSOS PARA PLAZAS DE NOTIFICADOR EN EL PODER JUDICIAL.  Acusa el accionante lesión al derecho al trabajo por cuanto no puede optar por la plaza de notificador de su interés. Consta que la Administración optó por suspender de manera temporal los nombramientos de notificadores en todo el  país debido a la modificación inminente de la ley de notificación, la que repercutiría eventualmente, por lo que el asunto es un criterio de política administrativa y conveniencia de la Institución. SL
2777-07. REQUISITO DE EXPERIENCIA PARA PUESTO DE DEFENSOR PÚBLICO.  Alega el recurrente que las autoridades recurridas se negaron  a recibir su oferta de servicios para participar en el concurso número 01-2007 para optar por el cargo de Defensor Público, aduciendo que no cuenta con el requisito de experiencia de un año, el cual a su juicio no es un requisito justo, objetivo y discriminatorio puesto que se  le impide  participar en dicho concurso. Considera la Sala que el  requisito exigido, no resulta discriminatorio, ya que el mismo consiste en valorar entre otros, la experiencia de los oferentes, a fin de elegir a la persona más idónea para desempeñar el cargo en forma eficiente y óptima. Sin embargo, las autoridades están en la obligación de recibir las ofertas de servicio y una vez recibida la documentación, deberá analizar si éstos cumplen o no los requisitos para participar en el concurso, así como  las características y condiciones de los oferentes. Lo anterior, no implica, claro está, que una vez analizadas esas condiciones el participante deba ser incluido en la lista de elegibles o ser elegido, aún cuando no cumpla uno de los requisitos exigidos para desempeñar el puesto. En este caso concreto, consta que el Departamento recurrido no solo recibió la oferta de servicios del amparado acompañada de la documentación requerida, sino que además, ha mantenido abierta la posibilidad a todo el público, incluido el amparado, para  que participe en el concurso. SL

2500-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.  Alega la recurrente que se inició un procedimiento administrativo en su contra en la Municipal de Liberia, en donde alega que se dieron una serie de violaciones al debido proceso. En este caso concreto, consta que se dio una violación al principio de intimación. Se declara con lugar el recurso por violación al Principio de Intimación. Se anula el oficio de fecha catorce de setiembre del dos mil seis. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL
2446-07. SUSPENSION SIN GOCE DE SALARIO POR SENTENCIA PENAL. Señala el recurrente que en virtud de una sentencia que le impuso una condena de 10 años de prisión por la presunta comisión de un delito de naturaleza sexual, el Consejo de Personal de la Policía de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y Transportes lo suspendió sin goce de salario indefinidamente, sin embargo tal medida carece de fundamento, pues él no se encuentra aún descontando la pena y el fallo condenatorio no ha adquirido firmeza debido a que él interpuso un recurso de casación. Sobre el tema se citan las sentencias 9875-05, 924605, 4594-06, en las que se señala que si el recurrente estima que la suspensión sin goce de salario no procede, donde debe debatirlo es, en realidad, en la vía de legalidad y no en la Jurisdicción Constitucional. RP
2413-07. PARA REVISION DE GRUPO PROFESIONAL DE EGRESADOS, SOLO SE ACEPTAN LOS DE LA U.C.R. Acción de Inconstitucionalidad contra del inciso b) del artículo 122 del Estatuto de Servicio Civil. La norma se impugna en tanto recurrente presentó revisión del grupo profesional asignado, porque es egresada de la carrera de bachillerato en  Ciencias de la Educación de la Universidad Libre de Costa Rica y le fue rechazada su gestión, porque sólo tienen esa posibilidad quienes presentan un certificado de idoneidad de la Universidad de Costa  Rica, es decir, solamente los que hayan estudiado en la Universidad de Costa Rica, tienen la oportunidad de que se les reconozca el grupo profesional PT5, sin requerir para ello de haber presentado su tesis de grado, con solamente un certificado de idoneidad extendido por dicho centro de estudios superiores. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula la frase “, extendido por la Universidad de Costa Rica” contenida en el inciso b) del artículo 122 del Estatuto de Servicio Civil. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. CL
2235-07. DESPIDO DE FUNCIONARIO DE CONFIANZA DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. El recurrente, funcionario de confianza del despacho de un diputado de la Asamblea Legislativa, considera violado su derecho de defensa y debido proceso por cuanto, se entera de que había sido despedido trece días después, sin que se le hubiera hecho comunicación alguna, y habiendo continuado trabajando. En este caso consta que el cese de nombramiento del recurrente le fue comunicado con anterioridad. Se analiza la figura del funcionario de confianza y los requisitos de este  tipo de nombramientos. SL
1979-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente que mediante resolución Nº LA-074-2006, la Presidencia Ejecutiva del Instituto Nacional de Aprendizaje ordenó en su contra una medida cautelar de suspensión con goce de salario de su puesto como Encargado de la Unidad Regional Chorotega, sin que a la fecha de interposición del proceso de amparo y pese a la presentación de recursos administrativos se haya instruido un procedimiento administrativo ni se le hayan comunicado los avances de la investigación preliminar. Sobre el plazo de las medidas cautelares ante causam, que se han analizado bajo la condición del respeto al principio de instrumentalidad que las caracteriza, es decir, las mismas son posibles siempre que estén sujetas a un término perentorio breve para, si es procedente, incoar el respectivo procedimiento disciplinario, se citan las sentencias 9232-04 y 11395-06.  Se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto la medida cautelar dispuesta en la resolución Nº LA-142-2006 de las 09:00 hrs. del 4 de octubre de 2006 dictada por la Presidencia Ejecutiva del Instituto Nacional de Aprendizaje. Se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos. Esto, sin perjuicio de que la administración le pueda iniciar el procedimiento administrativo respectivo. CL
1960-07. ATRASO EN EL PAGO DE PRESTACIONES. Alega el recurrente que laboró para el Ministerio recurrido como guarda civil y a partir del primero de julio de dos mil seis se acogió a su pensión por vejez, emitida por la Caja Costarricense de Seguro Social; no obstante, a pesar del tiempo transcurrido no se le han pagado sus prestaciones legales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública que de inmediato gire las instrucciones necesarias para que se le cancelen las prestaciones legales que le corresponden al amparado, si aún no se le han cancelado. CL
2001-07. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO.  Señala la recurrente que a pesar de estar nombrada interinamente como Directora del Área de Conservación Osa se le comunica su traslado como Asesora de la Dirección General del Sistema Nacional de Áreas de Conservación con sede en las oficinas de San José. Cuestiona dicha decisión por ser intempestiva pues debe cambiar su domicilio y además no se le concedió de previo un mínimo de debido proceso. Asimismo, acusa que en su lugar se nombró a otro funcionario interinamente, pese a que, actualmente, se encuentra participando en una terna para ser nombrada en como Directora del Área de Conservación Osa. Se declara con lugar el recurso. Se anula el traslado dispuesto mediante oficio SINAC-DG-2010 del 23 de noviembre de 2006 y se restituye a la amparada, en el pleno goce de sus derechos constitucionales. CL
1865-07. ELIMINACION DEL PAGO DE PROHIBICIÓN.  Alega el recurrente que en mayo del 2002 se le otorgó el reconocimiento de pago por prohibición en el puesto de técnico de operaciones de la contabilidad nacional, nivel B. No obstante, casi cinco años después se le comunica que se debe dejar sin efecto el reconocimiento por errores administrativos y que a partir de agosto de dos mil seis se le eliminó dicho pago y también se le requiere pagar todo lo que recibió. Consta que en este caso no se lesionaron los derechos fundamentales del recurrente, por cuanto la administración procedió como en Derecho corresponde, en los términos explicados ampliamente en esta sentencia. Sobre la devolución de sumas pagadas, la Sala ha aceptado que la Administración puede y debe recuperar, por medio del rebajo salarial, los montos pagados en exceso a sus servidores, para lo cual tales rebajos son aceptables siempre y cuando se comunique previamente  al trabajador –al menos- las sumas adeudadas y el concepto que las origina, el número de tractos en los que procede el reintegro, el monto mensual de la deducción y la suma a deducir mensualmente, suma que la Administración debe ser cuidadosa en calcular de modo que le permita al servidor recibir un monto de salario suficiente para satisfacer sus necesidades básicas. SL
1940-07. REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO.  Señala el recurrente que mediante resolución número 0-16-2006 del Tribunal de Escalafón Médico Nacional, se anuló su nombramiento como Director Médico del Área de Salud de El Guarco y que la misma fue dictada sin otorgarle audiencia, lo que a su parecer vulnera su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anulan la resolución número 016-2006 de las trece horas con treinta minutos del cuatro de diciembre de dos mil seis, el Tribunal de Escalafón Médico Nacional, y por conexidad el oficio D.G.R.S.S.C.S.-DM--0050-07 del dieciséis de enero de dos mil seis de la Dirección de Gestión Regional y Red de Servicios de Salud Central Sur de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales.  CL
1977-07. REASIGNACION DE PUESTO. Alega la recurrente que el Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la Dirección General de Servicio Civil reclasificó el puesto que ocupa en propiedad a una clase inferior, sin apegarse a la normativa legal aplicable. La Sala ha reiterado que el artículo 192 de la Constitución faculta a la Administración Pública para disponer la reestructuración de las diversas dependencias que la componen, con el fin de alcanzar su mejor desempeño y organización, para lo cual puede ordenar no solo la eliminación y recalificación de plazas sino también el traslado de funcionarios a cargos diversos.  También ha insistido en que el ejercicio de esa potestad debe realizarse dentro de un marco de respeto al principio del debido proceso, habida cuenta que de los movimientos de personal que se hagan, en principio, no puede derivarse disposición alguna que implique una reducción del salario que corresponda a cada uno de los trabajadores -según sea el cargo que ocupen- o modifique sustancialmente los términos de la prestación del servicio, ya que no es constitucionalmente lícito alterar las condiciones de remuneración, categoría y consideración social, tiempo, lugar, o cualquier acto de variación sustancial de esos extremos.  En este caso no se constató que la reasignación de puesto hay sido conforme a derecho. Se declara con lugar el recurso. Se anula la reasignación ordenada mediante la resolución del Departamento de Recursos Humanos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Nº 002-2007 de las 11:00 hrs. del 8 de enero del 2007. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Lo anterior sin perjuicio que la Administración disponga la reasignación conforme a derecho. CL
1555-07. JURISPRUDENCIA SOBRE DESPIDO DE SERVIDORES PUBLICOS. PRESUNCION DE LEGITIMIDAD DE LA PRUEBA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la jurisprudencia de la Sala Segunda contenida en sentencias número 285-95, 322-99 y 357-03, que considera que en aquellos procesos laborales que conocen del despido sin responsabilidad patronal de los servidores públicos, existe una presunción de legitimidad sobre la prueba evacuada en los procedimientos administrativos. En este caso, el accionante solicita que se declare la inconstitucionalidad de la jurisprudencia de la Sala Segunda contenida en sentencias número 285-95, 322-99 y 357-03, que considera que en aquellos procesos laborales que conocen del despido sin responsabilidad patronal de los servidores públicos, existe una presunción de legitimidad sobre la prueba evacuada en los procedimientos administrativos, por estimar que con ello se invierte la carga de la prueba, correspondiéndole al trabajador demostrar su inocencia, y no al Estado la existencia de causal que ameritara despido del funcionario público; con lo que se quebranta el principio in dubio pro operario; que no se garantiza control pleno de la actuación de la administración, que se impone en el artículo 49 de la Constitución Política, lo que se constituye en una práctica privilegiada al crear un fuero de inmunidad respecto de la Administración Pública, en quebranto del principio de igualdad; y que no existe norma de rango legal que establezca la presunción irrestricta de los actos administrativos realizados dentro de un procedimiento administrativo, de manera que se parte de una verdad jurídica creada en el expediente administrativo. La Sala estima que la jurisprudencia impugnada no es contraria a ninguna norma o principio constitucional, por los motivos que se indican en la sentencia. RF
DERECHO PENAL
2857-07. OIJ NIEGA ENTREVISTA ENTRE IMPUTADO Y SU ABOGADO. Alega el recurrente que fue detenido por orden de la Fiscalía de Limón, por el delito de falsedad ideológica por haber otorgado un certificado de origen sustentado en el artículo 28 de la Ley Forestal, lo cual no constituye delito; fue remitido a las celdas del Organismo de Investigación Judicial en Limón, que no fue indagado ni se le había definido su situación jurídica y que en cuanto se presentó su abogado para entrevistarlo, no se lo permitieron. Consta que la detención no fue arbitraria. Sin embargo, procede declarar parcialmente con lugar el recurso, en contra del Organismo de Investigación Judicial, por impedir la entrevista del amparado con su abogado, vulnerando el derecho a la defensa, el cual puede ejercer el imputado desde el momento mismo de su detención. Se declara parcialmente con lugar el recurso, contra la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial en Limón, por impedir al recurrente entrevistarse con el amparado, lo cual vulneró su derecho de defensa durante la detención. CL
2899-07. PRISIÓN PREVENTIVA.  Manifiesta el recurrente que el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, dispuso durante la audiencia oral, declarar ineficaz la resolución por la que el Juzgado Penal de Puntarenas impuso a los amparados tres meses de prisión preventiva, y poner a éstos a la orden del Ministerio Público, con el fin de que dicha autoridad volviera a plantear la solicitud de prisión preventiva. Considera que lo anterior constituye una violación al derecho a la libertad de los amparados, pues éstos se encuentran guardando prisión a pesar de que no existe resolución judicial que fundamente dicha medida. Sobre el tema se cita la sentencia 10281-05. Considera la Sala que lo actuado por las autoridades recurridas constituye una clara violación a los derechos de los amparados, pues durante más de seis horas, éstos estuvieron privados de libertad sin que existiera una resolución que judicial que justificara dicha medida. Se reitera la función fiscalizadora que tiene sobre los actos del juez inferior, el juez superior. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de los amparados, por cuanto el Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José les impuso tres meses de prisión preventiva, mediante resolución de las quince horas con cincuenta minutos del quince de febrero de dos mil siete. CL
2902-07. REVOCATORIA DE LIBERTAD POR ERROR.  Alega el recurrente que debido a un error, producto de un desorden o confusión en el Juzgado Penal, se revocó la libertad del imputado y en su lugar se decretó prisión preventiva, al atribuirle no haberse presentado a firmar, tal y como cautelarmente se le había ordenado. Que aún cuando se aclaró la situación, su defendido sigue privado de libertad con fundamento en un motivo inexistente.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anulan las resoluciones de las 15:30 hrs. de 6 de diciembre de 2006 y N° 070-07 de las 08:00 hrs. de 30 de enero de 2007, dictadas por el Juzgado Penal y el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José, respectivamente. Se ordena la libertad inmediata del tutelado, a menos que otra circunstancia lo impida, de todo lo cual se deberá rendir un informe a la Sala Constitucional dentro del término improrrogable de dos días, a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
2537-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega la recurrente el Juzgado Penal de Heredia al prorrogar la medida cautelar de prisión preventiva que se le había impuesto al encartado, omitió referirse a los alegatos de la defensa, no se impuso de las nuevas circunstancias del caso por lo que la fundamentación de la privación de libertad que sufre el amparado resulta impertinente. Esta Sala ha sido enfática en señalar que no es una instancia más en el proceso penal, por lo que no le corresponde entrar a fiscalizar la apreciación que las autoridades jurisdiccionales penales hagan del acervo probatorio del que dispongan, salvo ciertos casos muy calificados. En este sentido, se cita la sentencia 11898-03. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
2536-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Manifiesta la recurrente que el amparado se encuentra privado de libertad en forma ilegítima, pues a la fecha en que venció la prisión preventiva impuesta a éste, no existía ninguna resolución que hubiera prorrogado dicha medida. Asimismo, reclama que la resolución por la que el Juzgado Penal de Sarapiquí amplió la prisión preventiva de su representado, carece de fundamentación. Se analiza en este caso lo señalado en la jurisprudencia este Tribunal, en el sentido de que en las resoluciones que prorroguen la prisión preventiva del imputado, no resulta necesario reiterar todo el análisis que se haya realizado en las resoluciones previas, si no han variado las condiciones que motivaron la imposición de dicha medida cautelar. Se cita la sentencia 188-00. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
2282-07. DETENCIÓN. Alega el recurrente presentó una denuncia ante el Organismo de Investigación Judicial, donde posteriormente lo citaron y se mismo día lo aprehendieron, sin que mediara ninguna prueba que él hubiera sido autor de un hecho punible, y sin permitirle ejercer su derecho de defensa. En este caso consta que el amparado fue aprehendido en razón  de que cambió su condición de ofendido a imputado y en la detención se cumplieron los mandatos del ordenamiento jurídico costarricense, respetando sus derechos fundamentales, en particular el derecho de defensa. SL
2217-07. NOTIFICACION DE LA PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Alega la recurrente que a más de un mes de vencida la prórroga de prisión preventiva dictada contra el amparado, ni éste ni la defensa han recibido notificación alguna de que exista una resolución fundamentada en la que se prorrogue la misma, ni de que hayan resuelto los recursos de casación que interesan, lo que implica que se le priva de su libertad de forma ilegítima, y pide se ordene dejársele en libertad de forma inmediata. Consta que la autoridad recurrida sí revisó oportunamente la situación de reclusión en que se encontraba el amparado, y la mantuvo la medida; no obstante no le fue notificado a la defensa ni al amparado. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado, sólo por la omisión de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia  de notificar a la defensa del amparado la parte dispositiva de la resolución número 2006-01330 de las 14:55 horas del 21 de diciembre de 2006 que mantuvo la decisión y autoridad de cosa juzgada respecto de la fijación de una pena de prisión de 8 años y seis meses, que debe descontar el amparado. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
2404-07. INMEDIACION DE LA PRUEBA. Alega el recurrente que interpuso recurso de casación contra la sentencia condenatoria dictada por el Tribunal de Juicio de Limón contra su defendido, recurso en el cual se solicitó la realización de una audiencia oral, la cual fue señalada y en la misma, se adicionó un nuevo motivo y se ampliaron los fundamentos expuestos por escrito. Acusa que la Sala Tercera rechazó el recurso de casación, pero en esta ocasión la integración de la Sala fue distinta a la de la audiencia, con lo cual se violó el principio de inmediación de la prueba que exige que la sentencia debe ser dictada por los mismos jueces que intervinieron en la audiencia, lo que torna en arbitraria e ilegítima la privación de libertad que sufre su defendido. Sobre el principio de inmediación de la prueba se cita la sentencia 6681-96. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
2406-07. NIEGAN AUDIENCIA PARA APELAR LA PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que el Tribunal accionado se negó a celebrar la audiencia pedida para la resolución del recurso de apelación contra la prórroga de la prisión preventiva en contra de su defendido, a pesar de ofrecer prueba suficiente. En este caso, se considera que el rechazo de la petición de la defensora del encartado encierra infracción  del derecho de defensa del imputado. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución #32-2007 de las 13:30 horas del 5 de febrero de 2007 del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, debiendo reponerse el trámite del recurso de apelación con fijación de la vista oral requerida por la defensa. Lo anterior, sin ordenar la libertad del amparado. CL
2135-07. PRISIÓN PREVENTIVA ORDENADA DE OFICIO. Manifiesta el recurrente que el Tribunal Penal de Cartago ordenó de oficio la prórroga de la prisión preventiva contra el tutelado. En este caso consta que la causa ya fue elevada a juicio e, incluso, cuenta con fecha para debate. Sobre el particular, la Sala ha resuelto que el juzgador, aún sin solicitud expresa del Ministerio Público, a efecto de asegurar la realización de la audiencia, puede disponer la prisión preventiva del encausado si se hallare en libertad y desde luego mantener esa medida precautoria si no estuviere en libertad. Se citan las sentencias 2992-05, 14902-05 y 13452-06. Además, consta que la medida se encuentra debidamente fundamentada. SL  

2136-07. CAMBIO DE DEFENSOR. Alega el recurrente que a pesar de que planteó la autorización y acreditación de la defensa técnica a favor del amparado, no se ha dado curso a su gestión, situación que considera un grave perjuicio al amparado, en razón de que se le niega al recurrente, como defensor del amparado el acceso al expediente, y también se le impide el poder visitarlo en el Centro de Atención Institucional San José. En este caso, consta que al amparado no se le ha negado el acceso al expediente respectivo. Por otra parte, el acusado contó siempre con la defensa por parte de un representante de la defensa pública de Bribí. Al respecto, este Tribunal en sentencia número 2006-001765 de las dieciocho horas y treinta y tres minutos del catorce de febrero del dos mil seis señaló que “el cambio de defensor no produce efecto sino hasta el momento en que el primero es sustituido”. SL
2057-07. PLAZO PARA QUE EL MINISTERIO PUBLICO CONCLUYA INVESTIGACION. CASO DE EX PRESIDENTE. Alega el recurrente que el Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José declaró sin lugar la solicitud de fijación de plazo al Ministerio Público para que concluya la fase de investigación en su caso concreto.  Indica que contra dicha resolución se presentó recurso de apelación, el cual por resolución número 11-07 de las 07:20 horas del 8 de enero del 2007, el Tribunal Penal del II Circuito Judicial de San José declaró inadmisible el recurso.  Señala que las citadas resoluciones por medio de las cuales se niega la solicitud de imponer un plazo al Ministerio Público para concluir la investigación correspondiente, carece de la debida fundamentación, dado que lo argumentado por el Ministerio Público para la no aplicación de un plazo, es debido a la falta de realización de varias diligencias, mismas que, según consta en el expediente, ya algunas se han llevado a cabo. Alega que durante la tramitación del proceso penal, se han cambiado en forma constantes los fiscales a cargo de la causa, por lo que debido a los cambios administrativos implican que los nuevos funcionarios deban estudiar de nuevo todos los documentos y pruebas existentes en el proceso, situación que - según el recurrente, debe suceder sin ocasionar un perjuicio a las partes involucradas en éste. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso. Los Magistrados Mora, Cruz y Abdelnour ponen nota en forma separada. SL
2058-07. PRISION PREVENTIVA ORDENADA EN DEBATE. Señala el recurrente que el Tribunal de Juicio de Liberia confirmó una pena de veintiún años de prisión contra la acusada, la cual le fue readecuada a dieciocho años. Asimismo, acordó la prisión preventiva en su contra sin dar ningún fundamento para dicha medida, pese a que la imputada estuvo en libertad durante el proceso con otras medidas cautelares, las cuales cumplió. Consta que la medida de prisión preventiva se fundamenta adecuadamente. SL
1684-07. NOTIFICACION DE LA PRISIÓN PREVENTIVA AL DEFENSOR. Alega el recurrente, entre otras cosas, que no se notificó a la defensa del tutelado la resolución que decretó la prisión preventiva. Consta que la resolución le fue notificada al imputado, lo que garantiza únicamente el ejercicio de la defensa material no así el de la defensa técnica que le corresponde al abogado defensor del imputado, con lo cual, al no haberse realizado esta notificación se ha vulnerado el derecho a la defensa técnica del imputado y por ende, el debido proceso. Sobre la fundamentación de la prisión preventiva, consta que se encuentra debidamente motivada. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al debido proceso y derecho de defensa, ello sin ordenar la libertad del tutelado. En consecuencia, se ordena Juzgado Penal de Hacienda y Función Pública del Segundo Circuito Judicial de San José, proceder de manera inmediata a notificar al defensor del amparado la resolución que decretó la prisión preventiva en su contra. En todo lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
1682-07. IMPARCIALIDAD DE JUEZ. Alega el recurrente que se han dictado 2 sentencias absolutorias a favor de su cliente, que ambas sentencias fueron recurridas por el Ministerio Público y anuladas por la Sala Tercera. No obstante, en éstas últimas integraron en su momento y en ambas ocasiones dos magistrados, ordenándose el reenvió del asunto que al día de hoy se encuentra con señalamiento para realizar el juicio oral y público ante el citado Tribunal. Considera que lo anterior, constituye una clara violación  los artículos 42 constitucional y 8.1 de la Convención Americana de los derechos Humanos en cuanto al derecho a la imparcialidad. SL
1544-07. PRORROGA DE LA PRISION PREVENTIVA. PLAZO EXCESIVO. Alega el recurrente que en su contra se sigue una causa por secuestro extorsivo, fue indagado respecto de esos hechos a finales de diciembre del 2004, con el entendido de que a partir de esa fecha, permanece privado de su libertad, sin que exista sentencia firme en su contra. Que el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, dictó sentencia condenatoria en contra del amparado, después de doce meses de purgar prisión preventiva, pronunciamiento en el que se dispuso prorrogar esa medida por seis meses más, con vencimiento al 22 de agosto de ese mismo año. Que encontrándose casada la sentencia ante la Sala recurrida, no fue posible resolver el recurso en esos seis meses, por lo que esa misma autoridad solicitó y se ordenó prorrogar la prisión preventiva por cuatro meses más, con vencimiento a diciembre del año pasado, plazo que tampoco resultó suficiente para resolver la casación, por lo que el Tribunal de Casación recurrido, ordenó sin autorización expresa de la ley, según criterio de la defensa, una prorroga por espacio de cuatro meses más. Que como tampoco fue posible en ese tiempo conocer y resolver el recurso de casación, motivo por el cual se volvió a solicitar otra prorroga, la cual de nuevo en forma irregular por contravenir lo dispuesto en el numeral 258 del Código Procesal Penal se acogió con vencimiento al 22 de abril del año en curso, superando inclusive todos los plazos permitidos por ley para prorrogar la prisión preventiva, en tanto, la Sala recurrida no se ha pronunciado sobre el citado recurso de casación, con las consecuencias perjudiciales que ello implica en perjuicio del amparado. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrado Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
1445-07. EJECUCION DE ORDEN DE CAPTURA QUE NO ESTABA VIGENTE. Señala el recurrente que fue detenido con una orden de captura emitida hace cuatro años, sin tomar en cuenta que en esa causa se había dictado un sobreseimiento a su favor. En este caso, la Sala considera que ha existido una responsabilidad compartida entre las autoridades recurridas: en cuanto al Tribunal recurrido porque no hizo las comunicaciones efectivas en el momento procesal oportuno y a los órganos correspondientes; y respecto del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela porque al recibir una orden de captura con más de cuatro años de haberse emitido, debieron de haber verificado su validez y vigencia antes de haberla intentado llevar a cabo. CL 

DERECHO TRIBUTARIO
2411-07. IMPUESTO DE PATENTE MUNICIPAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del párrafo segundo del artículo primero de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón Central de San José, así adicionado por Ley número 7548, del 21 de septiembre de 1995. La norma se cuestiona por cuanto permite a la municipalidad de San José, gravar actividades comerciales realizadas fuera de su jurisdicción territorial (cantón), sin que enerve la competencia tributaria de las otras corporaciones municipales, con lo que se provoca una doble o múltiple imposición tributaria, sin que la ley prevea la existencia de convenios intermunicipales para evitar esta situación, lo cual repercute negativamente en el patrimonio del sujeto pasivo. Además, acusa que en el tanto se pretende cobrar un impuesto que involucra la capacidad tributaria de otras municipalidades, coloca a la municipalidad de San José en una posición de fiscalizador y gestor de los impuestos de patentes de las otras municipalidades, sin que exista habilitación legal para ello, y sin que las otras municipalidades tengan competencia para enderezar o revisar lo actuado por la corporación de San José, ya que lo que se dispone es el pago de un porcentaje no determinado en la norma, teniéndose en cuenta que la base de este impuesto lo son los ingresos o ventas realizadas en el período fiscal. Por último acusa que la norma presenta un serio problema técnico en su redacción, que crea una seria infracción del principio de seguridad jurídica, por cuanto no se tiene claro si lo que se grava es la actividad comercial subsidiara o no principal realizada dentro del cantón central de San José, y también la situación inversa, o sólo el primer presupuesto. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Jinesta pone nota. SL
1624-07. ACCESO A INVESTIGACION TRIBUTARIA. Señala el recurrente que le fue denegado el acceso al expediente administrativo relativo a un procedimiento de fiscalización tributaria. En reiteradas resoluciones, la mayoría de la Sala ha considerado que en la etapa preliminar del procedimiento de fiscalización tributaria la administración tributaria no está en el deber de facilitar copia de la totalidad de la información máxime si ello se fundamenta en el éxito de la investigación.  Sobre el tema se cita el voto 11947-06. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
FAMILIA
2409-07. APELACION EN CASOS DE PATERNIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 54, párrafos 5° y 6° y 112, Apartado 1° de la Ley número 3504, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, reformados por Ley número 8101, Ley de Paternidad Responsable. Se impugna las frases que dicen: “contra la resolución administrativa que determine presuntivamente la paternidad, no cabrá recurso administrativo alguno”. “No cabrá en vía judicial o administrativa, el incidente de suspensión de ejecución ni cualquier otra medida cautelar tendiente a enervar sus efectos”. Sobre el tema se citan las sentencias 2050-01, 282-90, 300-90 y 719-90. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Jinesta y Sosto salvan el voto y ordenan darle curso a la acción. RF
REGISTRO CIVIL
2513-07. DERECHO A LA NACIONALIDAD.  Alega la recurrente que nació en Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, el 31 de agosto de 1986. Es hija de padres costarricenses. Se trasladó a Costa Rica en 1989, bajo circunstancias especiales, pues el Patronato le quitó a sus padres la custodia que tenían sobre ella y sus hermanos, debido a que eran adictos a las drogas. Vinieron bajo la protección del cónsul costarricense y solo con sus certificados de nacimiento. No traían pasaporte. Sus hermanos fueron debidamente inscritos en el Registro Civil, pero ella perdió su certificado de nacimiento. Actualmente cuenta solo con una copia de dicho certificado y una declaración jurada. Sin embargo, en el Registro le exigen el certificado de nacimiento original. Una tía suya, que aún reside en los Estados Unidos, trató de obtener el documento pero sin una identificación de  la interesada –con la cual, precisamente, no cuenta–, igualmente se le niega. Considera que tiene el derecho a la nacionalidad costarricense, como hija de padres costarricenses.  Tiene, además, un hijo de tres años, nacido aquí. Solicita la recurrente que se ordene al Registro recurrido llenar la fórmula para inscribirla como ciudadana de este país. En este caso, con base en lo analizado en la sentencia, se constata que se ha omitido proteger adecuadamente el derecho a la nacionalidad de la recurrente, por lo cual se declara con lugar el amparo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General del Registro Civil, disponer lo necesario para que la solicitud de inscripción de nacimiento de la recurrente se tramite con la amplitud probatoria que le confiere su derecho a la nacionalidad y que el ordenamiento jurídico permite. CL
LIBERTAD DE PRENSA
2550-07. RECTIFICCION Y RESPUESTA. Señala el recurrente que solicitó la protección a su derecho de rectificación o respuesta por cuanto por publicaciones del periódico “La Nación” del 07 de diciembre del 2006, 30 de diciembre del 2006 y el 09 de enero del 2007, donde se consigna información que considera falsa y agraviante, solicitó en los tres casos la rectificación de la información, saliendo publicadas los días 15 de diciembre del 2006, 05 de enero del 2007, y el 12 de enero del 2007. Sin embargo, en las publicaciones de las rectificaciones, aduce que el texto fue mutilado, se incluyó  en “cartas a la columna” omitiendo el deber de destacarlo en condiciones equivalentes, y en el caso de la última se incluyó una nota de la redacción que afirma que lo publicado por el periódico está documentado como una forma de descalificar la rectificación realizada.  Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director del Periódico La Nación, que publiquen dentro de tercero día a partir de la notificación de esta resolución, en los términos expresados, las rectificaciones o respuestas del recurrente, publicaciones que deben hacerse en condiciones equivalentes y gratuitamente, sin agregar notas de redacción al margen y sin suprimir aquellas frases mencionadas en los considerandos. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Sosto salvan su voto y lo declaran con lugar en su totalidad. CL
MINORIAS
2113-07. ACCESO PARA DISCAPACITADOS A EMBARCACIONES QUE PRESTAN SERVICIO DE CABOTAJE. Alega el recurrente que varias de las embarcaciones que prestan el servicio de cabotaje, no cumplen con las prescritas que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad para los transportes públicos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de la División Marítimo Portuaria, a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, y a la Ministra de Salud, conminar a quienes prestan el servicio de ferry en el Golfo de Nicoya, para que, dentro de un plazo perentorio, corrijan los defectos encontrados en las inspecciones del 29 y 30 de enero de 2007, debiendo verificar los recurridos que tales modificaciones se adopten, así como vigilar que los transbordadores que se encuentran ahora fuera de servicio, antes de que reasuman sus rutas, cumplan las condiciones de accesibilidad dispuestas en el ordenamiento jurídico. Todo lo anterior dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
1691-07. SE ORDENA A CADENA DE SUPERMERCADOS PONER DISPOSITIVOS SONOROS EN PUNTOS DE VENTA. El recurrente vino en amparo porque los supermercados de la empresa Perimercados, S. A., carecen de dispositivos sonoros que permitan a una persona con discapacidad visual —como él— conocer el precio que digitan los cajeros por los productos que compran. Considera que la omisión lesiona su derecho constitucional a la igualdad. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma de Perimercados, S. A., o a quien ejerza esa representación, colocar, en un plazo razonable, en cada supermercado y, por lo menos, en una caja, los dispositivos sonoros que permitan a las personas con discapacidad visual conocer los precios de los productos que desean adquirir. El Magistrado Cruz Castro salva el voto y lo declara sin lugar el recurso. CL
1653-07. CONSTRUCCION DE ACERA EN CALLE DE CURRIDABAT. Alegan los recurrentes que son vecinos de Curridabat y frente al costado oeste de la entrada a la casa de la familia Figueres hay un tramo de cerca de cincuenta metros con unas casas de habitación y un comercio que no tienen acera. Además, entre las casas existen muros que impiden el libre paso, por lo que deben caminar por la calle, pese al alto tránsito del lugar. Que tienen que usar esa vía muchos adultos mayores, niños y personas discapacitadas. Al frente de ese tramo tampoco hay acera, sino un caño profundo, que también representa un gran peligro para los peatones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Curridabat, y al Director de Conservación Vial a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, dentro del plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, definir el derecho de vía en el lugar de la ruta nacional #221 que ocupa aquí, así como el alineamiento de las aceras y, con base en ellos, optar por una solución para la falta de acera en el sector, que deberá concluirse en los seis meses siguientes a la comunicación dicha. De todo ello deberán informar a este Tribunal. CL
1450-07. TERMINALES DE BUSES NO SON ACCESIBLES PARA DISCAPACITADOS.  Alega el recurrente que muchas de las personas no videntes que utilizan perro guía, se ven obligados a utilizar los medios de transporte público  como los servicios de autobús y taxi; no obstante, en el servicio de buses las terminales que no son accesibles. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes; y a la Presidenta de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público; evaluar las terminales de autobuses de los cantones centrales de San José, Alajuela, Heredia y Cartago y diseñar un plan para que los propietarios implementen, a la mayor brevedad posible, las mejoras necesarias derivadas del derecho a la igualdad de las personas con discapacidad (Ley #7600 y su Reglamento). Dicha evaluación y el correspondiente plan deberán completarse en los tres meses siguientes a la notificación de esta sentencia, y deberá fiscalizar el Ministerio que los trabajos concluyan en el plazo máximo de un año, contado, también, a partir de la notificación de esta resolución. Además, se ordena a la Alcaldesa Municipal a.i. de Alajuela; y al Alcalde Municipal de San José, velar porque en iguales plazos se realicen las mejoras necesarias para las personas con discapacidad en las terminales que administran de FECOSA y la Coca Cola, respectivamente. CL
1453-07. ACCESO A CALCULADORAS ESPECIALES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL. Alega el recurrente que los amparados son menores con discapacidad visual y estudian en el Liceo Laboratorio. Señalan que perdieron el curso lectivo 2005 porque reprobaron matemática, por carecer de una calculadora científico parlante necesaria para poder presentar los exámenes. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo indicado en el considerando final de esta sentencia. SL
NOTARIADO

2480-07. REINTEGRO DE  FONDO DE GARANTIA NOTARIAL.  Alega la recurrente que solicitó ser cesada voluntariamente del ejercicio del notariado, lo cual fue aprobado por la Dirección recurrida, que ordenó el reintegro del monto de los aportes al Fondo de Garantía Notarial. En diciembre del 2006, al iniciar los trámites de rehabilitación para el ejercicio del notariado, la Dirección le previno que para dar trámite a su solicitud, debía depositar nuevamente el monto de los aportes al citado Fondo, que en su momento le fue autorizado su retiro, con base en  resolución N.° 427 que modificó la Directriz N.° 02-2001 del Reglamento de Administración del Fondo de Garantía de los notarios Públicos, lo que considera una aplicación. En este caso, considera la Sala, que la forma que las disposiciones que le son aplicables son las vigentes al momento en que ella se requiere  y no resulta, en consecuencia, violatorio del principio sentado en el numeral 34 de la Constitución basarse en la Directriz, según la reforma publicada en mayo de 2006. Interpreta así la Sala como actos diversos los de solicitud de cese voluntario en el ejercicio de la función notarial y la petición de rehabilitación en tal ejercicio. SL
PODER JUDICIAL
2415-07. AGOTAMIENTO DE LA VIA EN MATERIA DE DEPORTES. Consulta Judicial de Constitucionalidad contra del artículo 69 de la Ley de Creación del Instituto del Deporte y Recreación y su Régimen Jurídico. Se cuestiona la constitucionalidad de la norma en cuanto establece que jugadores, entrenadores, deportistas, atletas y dirigentes deportivos deben acudirse al Tribunal administrativo de Conflictos Deportivos como trámite previo a la vía judicial, a fin de agotar la vía administrativa. Señala el Tribunal consultante, que esa exigencia es contraria a lo dispuesto en los artículos 9, 11, 33, 41, 153, 154 y 194 de la Constitución Política, en cuanto supedita la intervención y función jurisdiccional al cumplimiento de un requisito previo en sede administrativa, vulnerándose así el derecho a una justicia pronta y cumplida y el principio de igualdad constitucional, pues, el sólo hecho de que sean asociaciones deportivas no justifica un tratamiento diferenciado a su favor por parte de la ley.  Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 69 de la Ley 7800 del treinta de abril de mil  novecientos noventa y ocho, "Ley de Creación del Instituto del Deporte y Recreación y su Régimen Jurídico" resulta parcialmente inconstitucional, en cuanto exige el agotamiento de la vía administrativa como requisito para acudir a la vía jurisdiccional, anulándose la frase que señala "como trámite previo a la vía judicial", contenida en el párrafo primero de la norma, debiendo entenderse que la obligación de acudir al Tribunal Administrativo de Conflictos Deportivos, es para quienes opten libremente por interponer los recursos administrativos respectivos. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas consultadas y conexas, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. 

PRIVADOS DE LIBERTAD
2260-07. TRASLADO DE PERSONA DISCAPACITADA A DILIGENCIA JUDICIAL. Señala el recurrente que en el Centro de Atención Institucional San Rafael -donde se encuentra recluido-  pese a que sufre de varias enfermedades y no tiene una pierna, no le brindó el apoyo que su condición especial requiere para movilizarse y  atender una diligencia judicial; lo que estima violenta sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto se dirige contra el Director del Centro de Atención Institucional San Rafael. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael, que en el marco de sus competencias, en futuros señalamientos haga saber a la autoridad judicial correspondiente y en general, en los casos en que el amparado deba ser trasladado fuera del centro, informe de las limitaciones físicas que presenta para que se tomen las previsiones necesarias  a efecto de que los funcionarios destinados a hacer efectivo el traslado, dispongan del medio de transporte que reúna las condiciones mínimas requeridas para trasladar a personas con discapacidad. CL 

SERVICIOS PUBLICOS
2515-07. AUDIENCIA PÚBLICA PARA AUMENTO DE TARIFAS. Alega el recurrente que para decretar el aumento de la tarifa de autobuses en la ruta número 302 (San José- Turrialba y Turrilba-San José), de la que es usuario, la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos realizó en San José una audiencia para la zona de Cartago, con lo que fueron excluidos los vecinos de Turrialba, quienes no tuvieron oportunidad de manifestarse con relación al aumento, por causa de lo lejano del lugar en que se celebró esa audiencia, por lo que considera violados sus derechos fundamentales como usuario. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el ajuste decretado por resolución RRG-5998-2006 de 8:15 hrs. de 29 de setiembre de 2006 para la ruta 302, San José-Turrialba-San José, y se ordena al Regulador General, que celebre la audiencia para la Región de Cartago, en los mismos términos de la sentencia 2006-015635 de 10:52 hrs. de 27 de octubre de 2006. CL
2154-07. PROBLEMAS DE AGUA EN COMUNIDADES DE ASERRI. Alega el recurrente que la corporación municipal recurrida incumple sus obligaciones en calidad e Gobierno Local, en lo que respecta al funcionamiento del Acueducto Municipal que debe de proveer de agua potable a las comunidades de Barrio Bella Vista y Barrio La Piedra de las Mercedes de Aserrí, el que se hace en forma deficiente, sin mantenimiento a la infraestructura de captación, de los tanques y tuberías que conducen el agua a los domicilio de los usuarios. Que adicionalmente el problema señalado se agrava año tras año con la llegada de la estación lluviosa, lo que hace evidente el flujo de agua sucia (estiércol de animales, tierra en suspensión, lana de los árboles y plantas, herbicidas) que sale de las llaves, la que es captada rudimentariamente de una quebrada, sin la adecuada protección como fuente de aprovisionamiento  para un acueducto, lo cual ha venido ocasionando muchos problemas de salud a la mayoría de la población de estas comunidades. Que no obstante, la Municipalidad recurrida ha venido aplicando el cobro del agua, poniendo oídos sordos a las reiteradas quejas de las comunidades por el mal servicio, cobrando mes a mes el servicio, sin tomar en cuenta la mala calidad de agua que se le suministra a la población. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Aserrí, concluir las obras necesarias para garantizar la potabilidad del agua en los barrios Bella Vista y Piedra Bella de Aserrí, en el plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Asimismo, se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Aserrí, fiscalizar periódicamente la calidad del agua en el lugar, emitir las órdenes sanitarias que se requiera y ejercer los medios coercitivos necesarios en caso de incumplimiento. Se condena a la Municipalidad de Aserrí y al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados, los cuales se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
1663-07. SUSPENSION DE FRECUENCIA DE RADIO ORDENADA POR ASOCIACION DE TAXISTAS. Alega el recurrente que pertenece Asociación de Taxistas del Norte Sociedad Anónima y manifiesta que  trabaja en San Carlos como chofer de taxi, con un vehículo propiedad de otra persona. Indica que el vehículo está inscrito como socio de la recurrida y se paga para tener derecho a utilizar la frecuencia de radio que ésta utiliza desde su base de operaciones. Agrega que el primero de diciembre del dos mil seis, el operador de la base le informó -vía telefónica y de forma verbal- que se le había suspendido la frecuencia de radio diciéndole que no podía brindarle mayor información,  sólo que así lo había acordado la Junta Directiva. Asegura que lo anterior, implica -en el fondo- dejarlo sin trabajo ya que al no recibir llamadas del radio-operador, no puede prestar el servicio a los usuarios que así lo requieran. Sobre el tema se cita la sentencia 9848-06. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto la suspensión del servicio de radiocomunicación al taxi que opera el recurrente. Se ordena a la Asociación TSC ASOTAN Sociedad Anónima, en la persona de su Vicepresidente, el cese inmediato de cualquier medida de coacción arbitraria en contra del recurrente, a quien deberá continuar brindado el servicio de radio comunicación. CL
MUNICIPALIDAD
2348-07. CIERRE DE CONSTRUCCION POR FALTA DE PERMISOS. Alega el recurrente que la Municipalidad de Oreamuno procedió a clausurar las obras de construcción del proyecto denominado "Condominios Restauración", a pesar de que ya le había otorgado los permisos correspondientes, por lo que a su parecer se vulnera el principio de intangibilidad de los actos propios. En este caso consta que el Concejo Municipal de Oreamuno nunca otorgó el permiso de construcción, razón por la cual la obra no se encontraba en regla. SL 

1870-07. CIERRE DE NEGOCIO. FALTA AL DEBIDO PROCESO.  Señala el recurrente que la Alcaldía y el Departamento de Patentes y Licencias, ambos de  la Municipalidad de Santa Ana, omitieron al dictar resolución final de las quince horas del seis de octubre del dos mil seis,  en el expediente número OI-003-2006,  indicarle los recursos que podía plantear contra dicho pronunciamiento -en el que se le impone una suspensión por quince días naturales de la patente de Centro Ecuestre. Afirma que dicha omisión la colocó en un evidente estado de  indefensión, pues no pudo proveer a su defensa, con el agravante de que se ejecutó la orden de cierre. SL
2005-07. MAL ESTADO DE LAS CALLES EN COMUNIDAD DE CARTAGO. Alegan los recurrentes que en la localidad del Distrito de Llano Grande de Cartago se presentan una serie de problemas dado el mal estado de las calles, que en época lluviosa provocan estancamientos de agua que consideran son potenciales criaderos de dengue y otros problemas que ponen en riesgo la salud. Aunado a lo anterior apuntan que el alcantarillado se encuentra totalmente obstruido, situación que provoca malos olores y proliferación de insectos, lo que ha generado que varias personas se enfermen, presenten dolores de cabeza y problemas estomacales. Estiman que, con la situación descrita, se violentan en su perjuicio los derechos de salud, vida, y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago, que de inmediato se aboque a hacer las modificaciones presupuestarias que se requieran para que, en el plazo de seis meses contado a partir de la comunicación de esta resolución, se procure una solución integral al problema de alcantarillado pluvial y estado de la calle “La Rancherita” del Distrito de Llano Grande de Cartago y que origina la estimatoria de este recurso. Para todo ello deberá la Municipalidad recurrida y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar la coordinación que el caso amerite tendiente a solucionar integralmente el problema objeto de este Recurso. SE ORDENA A LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN LA PERSONA DEL GERENTE DE ÁREA DE SERVICIOS MUNICIPALES, EDWIN GAMBOA MIRANDA, que no autorice el presupuesto alguno ni ninguna modificación presupuestaria para el dos mil siete ni el presupuesto del dos mil ocho, proveniente de la Municipalidad de Cartago, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
1953-07. PROBLEMAS DE INUNDACIONES EN QUEBRADA LAS CAÑAS EN ALAJUELA. En este caso, el amparo va dirigido contra sujetos de derecho público y derecho privado, se refiere a hechos y omisiones reclamados a la Municipalidad de Alajuela, con relación al problema de las inundaciones provocadas por la Quebrada Las Cañas, los cuales han sido objeto de anteriores recursos; además, se dirige contra sujetos de derecho privado, en concreto, vecinos del recurrente, a quienes achaca la realización de construcciones ilegales que contribuyen al problema de las inundaciones y, por último, de oficio, se dirigió contra el CONAVI, en vista de que la Municipalidad de Alajuela indica que la solución al problema, en lo que toca a la construcción de un puente, es competencia de ese Consejo. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de Alajuela y, en consecuencia, se ordena nuevamente al Presidente del Concejo Municipal y al Alcalde Municipal de Alajuela, que solucionen de manera definitiva el problema de inundaciones que se producen en Bajo Las Cañas de Alajuela dentro de un término de seis meses, contados a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
1950-07. FALTA DE ACERAS EN UN SECTOR DE CURRIDABAT.  Alega la recurrente que las autoridades públicas no hacen nada por arreglar la falta de aceras en el paso situado entre los 250 y 325 metros al sur de Veinsa, en Curridabat, así como en el sector comprendido a ambos lados de la calle desde ese punto, hacia el Centro Comercial Plaza Cristal. Afirma que lo anterior, viola los derechos fundamentales de las personas con discapacidades, así como los suyos propios, que transitan como peatones por la zona. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Curridabat,  que adopte las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, construya las aceras que echa de menos la recurrente, en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que corresponda a los respectivos propietarios o poseedores de bienes inmuebles de las zonas indicadas los aperciba para que inicien la construcción de aceras frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N° 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Curridabat supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL
1828-07. CIERRE DE ALAMEDA. Alega la recurrente que la Municipalidad de Alajuela ordenó el cierre de una alameda, sin tomar encuentra que en ella viven personas discapacitadas y adultos mayores, que necesitan transporte. Esta Sala ha sido reiterativa en su jurisprudencia en relación con la naturaleza peatonal de las alamedas. Ese es el destino que la ley les ha dispuesto y variarlo no es resorte de este Tribunal, ni siquiera de la Municipalidad como función ordinaria, pues requeriría de una autorización de la expresa por parte de la autoridad competente para ello para variar el destino que la Ley le ha dispuesto a esos espacios públicos. Consta que para situaciones de emergencia, la Municipalidad recurrida creo un plan de acción, previendo el dejar espacios previstos para el ingreso de vehículos de emergencia. En todo caso, la inconformidad con lo resuelto por la recurrida, no puede ni debe revisarse en esta vía, sino en la administrativa o en la jurisdiccional ordinaria correspondiente. RF
1442-07. COLOCACION DE SELLOS EN CASA DE HABITACION POR CONSTRUCCION ILEGAL.  Señala la recurrente que por orden del Concejo Municipal del Distrito de Monteverde, se colocaron sellos en las puertas y ventanas de su casa, lo cual le impide ingresar. Lo anterior, obedece a que no se pagaron cánones municipales por la ampliación de la vivienda, lo cual ella estaría dispuesta a pagar, previo procedimiento de cobro. La colocación de sellos y clausura de una construcción ilegal no vulnera derecho fundamental alguno de la recurrente, quien en forma temeraria ha acusado al Concejo recurrido de violar su libertad e integridad personales por impedirle el ingreso a su recinto familiar, todo lo cual no solamente no es cierto, sino que la recurrente tenía conocimiento de que la construcción anexa a su casa era ilegal y había sido objeto de advertencias y una clausura anterior. Se declara sin lugar el recurso y se condena en costas a la recurrente. SL
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS




AMBIENTE

2301-07. CORTA DE ÁRBOLES EN LAS INMEDIACIONES DE LA SABANA POR AMPLIACIÓN DE CALLE. Alega el recurrente que con motivo de la ampliación de la vía ubicada al costado Sur del Parque Metropolitano La Sabana (que corresponde al sector comprendido entre  el Gimnasio Nacional y el   Ministerio de Agricultura), el accionado tiene proyectado cortar una hilera de árboles que se ubican en la alameda situada entre la vía actual y la vía férrea. La ampliación, que perjudica el medio ambiente y la belleza escénica del lugar, en su criterio no se puede justificar, en el tanto resulta innecesaria porque existe espacio suficiente para realizar la ampliación entre la vía actual y la línea de las construcciones ubicadas a su costado sur. En este caso consta que dichos árboles no están afectando áreas de protección, por lo que no requieren de permiso de corta. Además, en el proyecto se han destinado más de cien millones de colones para la siembra de nuevas especies y se han previsto una serie de medidas ambientales, pretendiendo con ello no solo respetar el tema ambiental, sino también procurando garantizar un paso seguro para conductores, peatones y personas discapacitadas. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO Y SOSTO: Diferimos del criterio de la mayoría, según el cual con las medidas impugnadas en este amparo no hay afectación al medio ambiente. Principalmente estamos en desacuerdo con avalar el argumento de que la tala que se practicará quedará remediada con la posterior sustitución con nuevos árboles. En temas ambientales es de sobra conocido que la mayor parte de los daños que se causen tienen carácter irreversible, de suerte que los paliativos que se enuncian en el informe son, a nuestro juicio, insuficientes, al igual que las explicaciones sobre la necesidad de recurrir a la tala para la solución del problema vial del sector. En consecuencia, salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el amparo, por infracción del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.

1458-07. CORTA DE ÁRBOLES POR AMPLICACION DE CALLE.  Alega la recurrente que con motivo de la ampliación de la vía ubicada a un costado de las instalaciones de la Televisora Canal 6 en la Uruca, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y  el Consejo Nacional de Vialidad tienen proyectado cortar varios árboles existentes en dicho lugar.  Indica que tal ampliación, perjudica el medio ambiente y la belleza escénica del lugar, que en su criterio no se puede justificar.  Aduce que los árboles en cuestión podrían ser considerados patrimonio nacional en razón de que son muy antiguos. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: A diferencia de lo decidido por la mayoría de la Sala, estimo que en este caso existe una seria afectación del derecho a un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado. El problema que plantea la actora no se reduce a la simple tala de “algunos árboles” sino a las prácticas y soluciones que se implementan en el medio urbano, pues es bien conocido que en nuestras ciudades es necesaria la preservación de zonas verdes con el fin de mejorar la calidad del aire y con propósitos recreativos. Estos focos funcionan como verdaderos pulmones y de ahí la trascendencia de, en vez de reducirlos, conservarlos e irlos ampliando paulatinamente. La decisión que se impugna en este amparo promueve precisamente lo contrario, es decir, la sustitución del “pulmón” por asfalto, de suerte que en vez de contarse con mecanismos de mejoramiento de la calidad del aire con lo que se contará es con un mayor flujo vehicular.  Ni el argumento de que la tala que se practicará quedará remediada con la posterior sustitución con nuevos árboles, ni el de que de todas formas se trataba de árboles plantados por el ser humano justifican, desde el punto de vista ambiental, la práctica que aquí se cuestiona. En temas ambientales es de sobra conocido que la mayor parte de los daños que se causen tienen carácter irreversible, o de muy lenta remediación, de suerte que los paliativos que se enuncian en el informe son, a mi juicio, insuficientes, al igual que las explicaciones sobre la necesidad de recurrir a la tala para la solución del problema vial del sector. En consecuencia, salvo mi voto y declaro con lugar el amparo, por infracción del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.

ASAMBLEA LEGISLATIVA

2901-07. REFORMA AL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.  Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la reforma parcial del artículo 41 bis de la Asamblea Legislativa (expediente 16.521). Se evacua la consulta legislativa facultativa, del procedimiento legislativo seguido para el trámite del proyecto del acuerdo para reformar parcialmente el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa (expediente No. 16.521),  en el siguiente sentido: a)  Por unanimidad, se declara que constituye un vicio sustancial del procedimiento legislativo la inadmisión ad portas de las apelaciones formuladas por algunos Diputados y Diputadas, tanto en la Comisión como en el Plenario. b) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta y Certad- que no existen los otros vicios de procedimientos alegados. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto, y estiman que hay vicios sustanciales en cuanto lo siguiente: 1) el trámite de la moción para fijar el procedimiento especial, por infracción de los principios de publicidad y del derecho de enmienda propios de la función legislativa; 2) las limitaciones arbitrarias y excesivas del derecho de enmienda y de participación de las minorías, tanto en el procedimiento seguido ante la Comisión dictaminadora , como ante el Plenario de la Asamblea; 3) falta de fundamentación de la resolución de la Presidencia de la Comisión que rechazó las mociones de fondo; 4) el rechazo injustificado de mociones de reiteración presentadas ante el Plenario. c) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta, Cruz y Certad- se declara que en la tramitación del procedimiento no se han quebrantado los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. La Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo salvan el voto y consideran que la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, por encontrarse este suspendido por resolución de la Sala Constitucional, contiene un vicio sustancial del procedimiento. d) Por mayoría de votos -Magistrados Solano, Mora, Jinesta y Certad-, en cuanto al fondo, se estima que no es inconstitucional la reforma propuesta del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en lo relativo a los tratados públicos y convenios internacionales, excepto en relación a los contemplados en el artículo 7°, párrafo 2°, de la Constitución, que tienen un procedimiento pautado en la Norma Fundamental. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran inconstitucional la reforma parcial del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en cuanto autoriza la aplicación de ese trámite a los tratados y convenios internacionales. Notifíquese a los Diputados y Diputadas consultantes y al Presidente del Directorio. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y consideran que, adicionalmente a lo decidido por unanimidad, en el trámite de este asunto se incurrió también en los siguientes vicios de procedimiento, que redacta la primera:

a) En el trámite de la moción para fijar el procedimiento especial, se infringieron los principios de publicidad y del derecho de enmienda propios de la función legislativa.

Costa Rica es una democracia representativa, sin embargo ello no implica que los gobernantes  de un determinado momento histórico, puedan tomar sus decisiones, sin escuchar la voz de quien les ha dado tal mandato y no nos referimos a otra cosa más, que a la voluntad del pueblo como poder soberano. También consideramos violentado el derecho de enmienda. Todo diputado ostenta el derecho constitucional de participar en el proceso de formación de la ley, y así, influir en el contenido definitivo de ésta. Reconocemos la potestad que tiene la Asamblea Legislativa para disponer su reglamentación, como lo sería establecer procedimientos especiales, sin embargo, la forma en que se están autorizando resulta lesiva del principio de seguridad jurídica, el derecho de participación política, el de representación, así como el principio democrático y el derecho de enmienda de los diputados, en el tanto la omisión de reglamentar dichos procedimientos con la antelación y la participación necesaria por parte de todos los diputados hace nugatorios los mismos. Muestra de lo expuesto, es precisamente la limitación frente a la cual se encontraron los diputados en este caso, al no poder modificar un procedimiento especial establecido mediante una moción de orden, restringiendo su participación, no sólo en ese acto de aprobación del procedimiento, sino también al someterlos a éste para conocer la reforma al artículo 41 bis aquí consultada. 

b) Sobre las limitaciones arbitrarias y excesivas del derecho de enmienda y de participación de las minorías, tanto en el procedimiento seguido ante la Comisión dictaminadora, como ante el Plenario de la Asamblea.

Por similares razones a las expuestas en el anterior acápite, vinculadas con el principio democrático y la participación que él confiere a las minorías, declaramos inconstitucional este aspecto del procedimiento, palpable en la restricción de la posibilidad de los diputados de presentar únicamente una moción de revisión y reiteración por inciso, otorgando a la Presidencia la potestad de agrupar las mociones, permitiendo únicamente la defensa de una de ellas, bajo un criterio meramente subjetivo. Las mociones de revisión únicamente les fueron permitidas a los diputados miembros de la Comisión. Todo lo cual consideramos, por la forma en que fue sometido a discusión y aprobación, lesiona el derecho de enmienda de aquellos diputados no proponentes del procedimiento especial y que finalmente también encontraron limitados sus derechos frente a la reforma legislativa planteada. Remitimos sobre este tema a los votos minoritarios expuestos en las decisiones #2004-9253, #2004-9136 de las 14:38 horas, #2004-9137 de las 14:39 horas, #2004-9138 de las 14:40 horas, #2004-9147 de las 14:49 horas, todos del 24 de agosto de 2004; #2005-7961 de las 17:50 horas del 21 de junio de 2005 y #2006-3671 de las 14:30 horas del 22 de marzo de 2006.  

c) Sobre la falta de fundamentación de la resolución de la Presidencia de la Comisión que rechazó las mociones de fondo; así como del rechazo injustificado de mociones de reiteración presentadas ante el Plenario.

Por otro lado, debemos indicar, que el deber de motivación que tienen las instancias que dirigen un proceso, ya sea administrativo, judicial o legislativo, es inherente a todas sus resoluciones. La fundamentación de una resolución no solo constituye un deber para quien la emite, sino un derecho para quien la recibe. Se deben motivar los actos, sobre todo aquellos que afectan de forma directa derechos constitucionales, como los que ostentan los diputados y diputadas de la República. Sobre este punto, la jurisprudencia de la Sala ha sido muy clara en afirmar, que existe un principio constitucional que obliga a la motivación de los actos, sobre todo aquellos que son lesivos de los intereses o derechos de los individuos, principio que encuentra su fuente en el de defensa, reconocido en el artículo 39 constitucional. 

d) La reforma propuesta del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa es inconstitucional, en cuanto autoriza la aplicación de ese trámite a los tratados y convenios internacionales.

A diferencia del criterio de mayoría, consideramos que independientemente del tipo de Tratado Internacional que se trate, por la trascendencia y el compromiso internacional que adquiere el país, debe mantener el procedimiento de aprobación y ratificación agravado que le quiso dar el Constituyente. Efectivamente el artículo 7 de la Constitución Política hace alusión diferenciada a dos tipos de Tratados: 1) Los no referidos a la integridad territorial o a la organización política del país –párrafo primero- y 2) a los que sí se refieren a esos aspectos –párrafo segundo-. En el primer caso, los Constituyentes dispusieron  que estos Tratados tendrían autoridad superior a las leyes y que debían ser aprobados por la Asamblea, y ciertamente para el segundo caso, se indicó además, que debían ser aprobados por una votación no menor de las tres cuartas partes de la totalidad de los miembros de la Asamblea y de dos tercios de los miembros de una Asamblea Constituyente. En razón de todo lo expuesto, los sucritos evacuamos la consulta, en el sentido de que el proyecto de reforma al artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, es inconstitucional también respecto a estos extremos. 

2958-07. TRÁMITE DE REFORMA AL REGLAMENTO LEGISLATIVO. El recurrente solicita que se declare la inconstitucionalidad del trámite de reforma de acuerdo parlamentario que se tramita en el  expediente N° 16521. El primer reclamo del accionante es en relación con el incumplimiento que a su juicio se ha dado, de la suspensión ordenada en la acción que se tramita en el expediente número 03-003749-0007-CO contra el artículo 208 bis, al cual se le acumularon los expedientes números 05-3755-0007-CO, 05-005559-0007-CO, 05-006159-0007-CO y 05-006492. Adicionalmente el accionante impugna la reforma al inciso c) del artículo 41 bis) del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Sobre ambos aspectos se pronunció este Tribunal en la sentencia 2901-07. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y ordenan dar curso. Voto salvado de la Magistrada Calzada y el Magistrado Armijo. Redacta el segundo: c) Discrepamos de la decisión de la mayoría y salvamos nuestro voto por considerar que la aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, por encontrarse este suspendido por resolución de la Sala Constitucional, contiene un vicio sustancial del procedimiento. A nuestro juicio la acción de inconstitucionalidad que se tramita con el número de expediente #05-003479-0007-CO sí es obstáculo para aplicar la disposición reglamentaria dicha. Esto con base en las aclaraciones que tradicionalmente se han incluido en el auto de curso de este tipo de proceso, que simplemente repiten el texto de los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, de acuerdo con las cuales el aviso a publicar afecta “el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido que lo ha sido”, que es justamente lo que resulta de la confrontación de los alegatos de los consultantes y los de la acción #05-003479-0007-CO, y por tratarse, además, de una norma de carácter secundario o procedimiental, con lo cual “la suspensión opera inmediatamente.” En nuestro criterio, que la aplicación de la disposición jurídica ocurra en el ámbito de un procedimiento parlamentario no la exime de las indicaciones reseñadas.

1910-07. ACUERDO DE COOPERACION FINANCIERA ENTRE COSTA RICA Y EL BANCO EUROPEO DE INVERSIONES. Consulta Legislativa del Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al proyecto de “Aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones”. Se evacua la consulta legislativa preceptiva formulada en el sentido que es inconstitucional el trámite seguido para la aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones, en tanto se incluyó por vía de enmienda los artículos 3, 4 y 5 al proyecto de aprobación, que cambian respectivamente el sentido de lo pactado por las Partes en los numerales 1 inciso (ii), 5 y 12 del Convenio. Debe retrotraerse el conocimiento de este proyecto al momento procedimental inmediatamente anterior a la comisión de la violación detectada. En lo demás, esta Sala no observa vicios de inconstitucionalidad en el proyecto en análisis. Los Magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto y no encuentran inconstitucionalidad alguna en el proyecto consultado. Voto Salvado de los Magistrados Armijo, Cruz y González.  Los magistrados Armijo, Cruz y González salvan el voto y declaran que no se observan vicios de inconstitucionalidad en el proyecto por las siguientes razones que redacta el último. El voto de mayoría estima que es inconstitucional el trámite seguido para la aprobación del Acuerdo Marco de Cooperación Financiera entre la República de Costa Rica y el Banco Europeo de Inversiones, en tanto se incluyeron por vía de enmienda los artículos 3, 4 y 5 al proyecto de aprobación, y en su criterio cambian respectivamente el sentido de lo pactado por las Partes en los numerales 1 inciso (ii), 5 y 12 del Convenio. Para el voto de minoría, no se da con esas cláusulas interpretativas, un cambio sustancial de lo pactado y su contenido es compatible con la voluntad de lo dicho en el documento firmado por los contratantes. En efecto, en cuanto al primero de los artículos se refiere, tratándose de un acuerdo marco de cooperación entre un Banco Público y un Estado, el financiamiento debe ir dirigido a una obra de interés nacional y para ello se requiere de un dictamen que reconozca la importancia para el país, cuando el beneficiario del crédito y solicitante es una empresa particular, resulta válida la aclaración que con ello no se está asumiendo ningún compromiso pecuniario, ya que el acuerdo en ninguno de sus artículos contempla la fianza o garantía de Estado a favor de los empresarios contratantes bajo su amparo. En ausencia de norma y con una interpretación conforme con las establecidas, lo aclarado no modifica lo convenido. En lo que al segundo de los artículos se refiere, la aclaración de que todo proyecto financiado por el Banco al Gobierno de Costa Rica deberá ser aprobado por la Asamblea Legislativa, no modifica lo pactado, por cuanto el acuerdo de cooperación no pretende variar el derecho interno, en cuanto a las potestades de la Asamblea Legislativa y lo consignado en el artículo 4 de las cláusulas interpretativas es un mero recordatorio de lo que establece el artículo 121.-15) de la Constitución Política. Finalmente la cláusula interpretativa del artículo quinto, tampoco modifica sustancialmente lo pactado al respecto, que es resolver en primera instancia las desavenencias de común acuerdo y en última instancia por medio de arbitraje. El contenido de lo pactado no se modifica, pues la interpretación siempre se refiere a una instancia arbitral, que es el concepto que determina la esencia de lo acordado. La aclaración no desconoce la posibilidad de ir a la Haya, admitiendo la opción de acudir a la Sede Latinoamericana para la promoción de la Solución de Disputas mediante los mecanismos de la Corte Permanente de Arbitraje, ubicada en Costa Rica. En realidad el espacio geográfico de los árbitros no afecta, ni el objeto ni el contenido del laudo. Las cláusulas interpretativas mencionadas, no constituyen una adición ajena al sentido de lo pactado, que es lo que esta Sala ha estimado constitucionalmente inadmisible. ( ver voto 3625-2005) Las adiciones que introdujo el parlamento, no modifican el sentido y contenido esencial de lo pactado y por esta razón no las consideramos inconstitucionales. 

1457-07. NIEGAN CREDITO BANCARIO. ADULTO MAYOR. Alega el recurrente que le fue negado en el Banco Popular un crédito por ser una persona mayor de 70 años. Se declara sin lugar el recurso. Salvan el voto los Magistrados Armijo Sancho y González Quiroga y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y GONZÁLEZ QUIROGA. Redacta el primero: La protección especial que la Constitución en el artículo 51 y el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador", 1988) en su numeral 17 confieren al anciano se ha traducido en disposiciones de derecho interno costarricense de rango legal y reglamentario, entre las que merece destacar, a propósito de este caso, la del artículo 3 inciso d) de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, que expresamente reconoce como uno de sus derechos para mejorar la calidad de vida el de acceso al crédito que otorgan las entidades financieras públicas y privadas. De ahí que el criterio etario funja automáticamente como criterio para desechar la petición de otorgamiento de un préstamo es discriminatorio. La edad como único obstáculo para ejercer ciertos derechos y libertades ha sido consistentemente declarado contrario al derecho de  la Constitución (resoluciones #1146-90 de las 14:30 horas del 21 de setiembre de 1990, #138-93 de las 15:55 horas del 12 de enero de 1993, #5377-97 de las 14:30 horas del 5 de setiembre de 1997), orientación que debió mantenerse aquí, por lo cual salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el amparo. 

COLEGIOS PROFESIONALES

2806-07. COLEGIOS DE PSICOLOGOS LIMITA FORMULARIOS PARA CERTIFICADOS DE PORTACION DE ARMAS. Alega el recurrente que mediante acuerdo de la Junta Directiva del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica,  se establece que "l. Cada Psicólogo y Psicóloga autorizados en cualquiera de las áreas de idoneidad mental y que laboren en libre ejercicio de su profesión, tendrá derecho a adquirir no más de (40) cuarenta certificados por mes, de forma no retroactiva. 11. Los Psicólogos o Psicólogas que laboren en una institución por tiempo completo y además realicen en su práctica evaluación de Idoneidad Mental, tendrán posibilidad de comprar como máximo (20) veinte formularios.", ello según el Manual de normas y procedimientos para la elaboración de los certificados psicológicos de idoneidad mental para portar armas de fuego y para laborar en seguridad privada. Sobre el tema se cita la sentencia 2448-06, en donde  la Sala anuló el acuerdo tomado por la Junta de Gobierno del Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, por cuanto limitaba la cantidad de formularios que pueden comprar los médicos que trabajan en la expedición de certificados para obtener la licencia de conducir por mes a solamente 400. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el acuerdo número VI-41-31-2006 tomado en la sesión ordinaria Número 31 celebrada el 12 de diciembre del 2006, de la Junta Directiva del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica, publicado en la Gaceta número 19 del veintiséis de enero de 2007 en cuanto dispone  que "l. Cada Psicólogo y Psicóloga autorizados en cualquiera de las áreas de idoneidad mental y que laboren en libre ejercicio de su profesión, tendrá derecho a adquirir no más de (40) cuarenta certificados por mes, de forma no retroactiva. 11. Los Psicólogos o Psicólogas que laboren en una institución por tiempo completo y además realicen en su  práctica evaluación de Idoneidad Mental, tendrán posibilidad de comprar como máximo (20) veinte formularios." Asimismo se anula la frase del punto 3.d del Manual de Normas y Procedimientos para la Elaboración de los Certificados Psicológicos de Idoneidad Mental para Portar Armas de Fuego y para Laborar en Seguridad Privada que dice: "Cada certificado debe ser emitido con una distancia mínima de cuatro horas, por ser una evaluación clínica.".  En lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso en todos sus extremos. 
VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y CRUZ CASTRO. Redacta el primero. En una anterior oportunidad nos manifestamos el Magistrado Cruz y yo en contra de la tesis de la Sala de que debía privar en este tipo de casos el principio de libertad, con base en los siguientes argumentos, redactados por el Magistrado Cruz:

“I.- Sobre las potestades de los Colegios Profesionales.- Los Colegios Profesionales constituyen entes de derecho público, que tienen como finalidades primordiales velar porque se ejerza legalmente la profesión que representan, objetivo que se regula mediante el proceso de incorporación a aquellos; así como imponer las sanciones disciplinarias derivadas de la transgresión a la normativa que regula su funcionamiento. En el Derecho costarricense, son notas características de la personalidad jurídica pública de los Colegios las siguientes: a) pertenecen a la categoría de corporaciones (universitas personarum), que a diferencia de las asociaciones  son creados y ordenados por el poder público (acto legislativo) y no por la voluntad pura y simple de los agremiados. El acto legislativo fundacional señala, invariablemente, los fines corporativos específicos que se persiguen y la organización básica bajo la que funcionará el Colegio; b) la pertenencia obligatoria al Colegio; c) la sujeción a la tutela administrativa; y d), ejercer competencias administrativas por atribución legal. En consecuencia, aunque también se persigan fines privados, que interesan a los miembros que integran el Colegio, las corporaciones participan de la naturaleza de la Administración Pública, pero sólo en cuanto ejercen funciones administrativas. Todo ello conduce, a su vez, a que en el funcionamiento de los Colegios profesionales, puedan éstos representar a sus colegiados frente al poder, ejerciendo, entre otros la facultad consultiva en todas sus modalidades, ejerciendo la legitimación ante los Tribunales en defensa de la profesión y ejercitando la condición de perito natural en la materia de su conocimiento. También, son competentes los Colegios para darse su propia organización interna (funcionamiento de los órganos superiores: asambleas generales y consejo o junta directiva), por medio de estatutos o reglamentos que aseguren la presencia y continuidad de la corporación en el ámbito nacional. Además, ejercen su competencia en las materias que suponen el control de la actividad de los miembros, que se debe reflejar en la actuación profesional seria, honrada y digna en beneficio de los particulares que utilizan los servicios, competencia que se puede manifestar en el acceso a la profesión, en la represión del intrusismo y de los abusos profesionales, el control sobre las tarifas de honorarios, el dictado y la observancia de normas de ética profesional y la vigilancia, en general, del marco jurídico que regula la actividad. En resumen, la atribuciones de los Colegios profesionales involucran la potestad reglamentaria sobre el ejercicio de la profesión; la de gobierno y administración en cuanto al régimen interno; la de representación; la jurisdiccional, que se concreta en juzgar las infracciones del orden corporativo e imponer las sanciones disciplinarias correspondientes; y la de fiscalización del ejercicio profesional. Igualmente es relevante señalar que no toda colegiatura puede y debe ser obligatoria; se requiere para que ello sea posible, que la actividad de que se trate, sea en algún grado de importancia, el ejercicio de funciones públicas y de profesiones muy cualificadas por su incidencia social y en general, en los campos en que es imprescindible proteger valores sociales o cuando la colegiatura sea necesaria para la consecución de fines públicos. En otras palabras, el elemento teleológico de un Colegio profesional no es la defensa de los intereses de sus agremiados, sino la defensa de la colectividad.  La repercusión que puede tener en la sociedad la actuación de los profesionales, hace que el Estado haga suyo el interés de mantener la cohesión del grupo y ejercer un poder frente a los miembros del Colegio. Así, en la medida en que se persigan fines públicos los Colegios profesionales utilizan y ostentan prerrogativas de poder público (en este sentido Sentencia 5483-95 de las 9:33 hrs. del 6 de octubre de 1995).   
II.- Sobre el caso concreto.- Tomando en cuenta las anteriores consideraciones, se constata que cuando la Junta Directiva de Gobierno del Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica dispuso en su sesión número 2001-04-04 celebrada el 04 de abril del 2001 que el Departamento de Contabilidad solamente puede vender 400 formularios de dictámenes de licencia por mes a cada médico, lo hizo en ejercicio de esas potestades que el Estado otorgó a los Colegios Profesionales, por lo que no se está haciendo más que cumplir con el deber de evitar abusos profesionales. Esa disposición es efectivamente un medio razonable, necesario y oportuno para cumplir con ese deber de fiscalización del ejercicio de la profesión médica puesto que el Colegio recurrido está actuando en interés de la colectividad por cuanto legalmente ha sido encargado de resguardar a los ciudadanos de los errores en las prácticas que los profesionales en medicina puedan realizar, siendo conscientes de que no está al alcance de la mayoría de los ciudadanos el poseer los conocimientos necesarios para determinar si las obras realizadas por profesionales se han realizado de manera correcta y en estricto apego a la normas correspondientes. Tómese en cuenta que, por los efectos de los accidentes de tránsito, la conducción de vehículos es un asunto trascendente que puede tener implicaciones para la vida y la salud de las personas, no sólo del conductor mismo sino del resto de la sociedad, así que es justificable y razonable que el Colegio mencionado realice restricciones de este sentido a los médicos que se dedican a la emisión de certificados como requisito para la obtención de licencias de conducir. Nótese por demás que el artículo 45 de la Ley General de Salud entiende como parte del ejercicio ilegal de una profesión u oficio en ciencias de la salud cuando provista de un título o certificado que lo habilita legalmente para su ejercicio, excede las atribuciones que el correspondiente colegio profesional o el Ministerio según corresponda, hayan fijado para ese ejercicio, con lo cual se está ratificando la competencia del Colegio recurrido para imponer ciertas reglas para el ejercicio del profesional en ciencias médicas (véase también en este mismo sentido el inciso 11 del artículo 345 de la misma Ley General de Salud nº5395). Así, la regulación del ejercicio legal de una profesión constituye un asunto de interés público que el Estado ha delegado en los colegios profesionales respectivos, por ello esta Sala no observa que se le cause menoscabo a derecho fundamental alguno de los recurrentes, por lo que cualquier disconformidad con la disposición del mencionado colegio, deberá ventilarse ante esa misma sede, siendo lo procedente la declaratoria sin lugar del recurso planteado.”

Consideramos aplicables a este asunto las mismas razones, por lo que también aquí salvamos nuestro voto, declarando sin lugar el amparo.   

SALUD

2130-07. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que se le diagnosticó cáncer de colon, con metástasis en otras partes del cuerpo, por lo que requirió primero ser intervenido quirúrgicamente y posteriormente ser sometido a un tratamiento con quimioterapia.   Indica que su médico tratante le indicó que debía recibir otro tratamiento con quimioterapia y el medicamento denominado "Avastin", a fin de tener mejores resultados en su tratamiento; sin embargo dicho requerimiento fue rechazado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo, y a la Presidenta del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se suministre al amparado el medicamento denominado Avastín, por el tiempo y en las dosis prescritas por su médico tratante, bajo la estricta responsabilidad de ésta. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Me aparto del criterio de la mayoría, debido a que el medicamento que el actor y su médico tratante buscan aplicar, no es aceptado por el Comité Central de Farmacoterapia de la institución recurrida por razones de orden científico, específicamente en la forma y caso en que se le pretende usar. En mi opinión, no hay evidencia suficiente en el expediente de amparo de que con su aplicación se tutele satisfactoriamente el derecho a la salud del amparado. Para la incorporación del medicamento en el esquema farmacológico costarricense existen fases y protocolos que cumplir, todo con el propósito de velar por la salud de los pacientes que atiende la Caja Costarricense de Seguro Social. Me separo, por ello, de lo que decide en este caso la mayoría de la Sala y, en cambio, declaro sin lugar el amparo, fundamentándome, precisamente, en el derecho a la salud y a la dignidad del tutelado.          

2053-07. MEDICAMENTO. Alega la amparada que sufre de un carcinoma metastático en el pulmón izquierdo con derrame pleural izquierdo. Que su médico tratante le prescribió el medicamento denominado TARCEVA -cuyo ingrediente genérico se denomina ERLOTINIB-. Que dicho tratamiento es esencial para que aumentar la sobre vida y mejorar la calidad de vida. Señala que en el Comité Central de Farmacoterapia se le informó que más o menos tardarán un mes en resolver la solicitud remitida por el Comité Local del San Juan de Dios, situación que podría provocar un daño irreversible en la ya deteriorada salud de la amparada, pues el tratamiento una vez iniciado no se puede suspender. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo; y a la Jefe del Departamento de Farmacoepidemiología y Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia; ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata, se entregue a la amparada el medicamento Erlotinib (TARCEVA) NO LOM, bajo la estricta responsabilidad de la médica prescriptora del Servicio de Oncología, y Comité Local de Farmacoterapia, todos del Hospital San Juan de Dios. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Me aparto del criterio de la mayoría, debido a que el medicamento que la actora y la sesión multidisciplinaria del servicio de Oncología del Hospital México buscan aplicar, no es aceptado por el Comité Central de Farmacoterapia de la institución recurrida por razones de orden científico, específicamente en la forma y caso en que se le pretende usar. En mi opinión, no hay evidencia suficiente en el expediente de amparo de que con su aplicación se tutele satisfactoriamente el derecho a la salud de la amparada. Para la incorporación del medicamento en el esquema farmacológico costarricense existen fases y protocolos que cumplir, todo con el propósito de velar por la salud de los pacientes que atiende la Caja Costarricense de Seguro Social. Me separo, por ello, de lo que decide en este caso la mayoría de la Sala y, en cambio, declaro sin lugar el amparo, fundamentándome, precisamente, en el derecho a la salud y a la dignidad de la tutelada.          

PENSION

2153-07. REVALORIZACION DE PENSIONES EN FORMA AUTOMATICA. Alegan los recurrentes que el Ministro de Trabajo y la Directora Ejecutiva de la Dirección Nacional de Pensiones,  de  conformidad con lo establecido  por la Ley, dispusieron un mecanismo automático de revalorización o de  reajuste de los montos de las  pensiones y  jubilaciones en curso de pago, es decir, aplicables de  oficio por parte de  la  administración, sin que sea  necesaria la acción por parte de  los interesados, pues  los mismos se efectúan  automáticamente cuando se  acuerden aumentos por costo de  vida tanto a favor de los servidores  públicos activos, como  para los pensionados y jubilados. Si bien es  cierto dicha norma  fue declarada inconstitucional  por sentencia de esta  Sala número  2136-91, por haberse introducido  en Ley de Presupuesto, lo  cierto  es que se dejaron a salvo los  derechos adquiridos. Lo que  efectivamente reconoció la  Dirección Nacional de Pensiones  al continuar  realizando dichas  revalorizaciones de oficio. A principios de mil  novecientos  noventa y seis la Dirección  Nacional de Pensiones detectó  unos casos de  irregularidades en el pago de  pensiones, y aún cuando  no tenía  relación alguna, a partir de ese  año dejó, sin motivo aparente de realizar los aumentos  automáticos. En este caso consta que la Dirección Nacional de Pensiones no esta negando a los pensionados del Régimen de Hacienda su derecho a la pensión,  ni las revalorizaciones respectivas. Sobre la inconformidad  en la forma de obtener la revaloración de la pensión, se indica que no corresponde a la Sala determinar cuál es el procedimiento idóneo que debe aplicarse. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Disiento del voto mayoritario de la Sala, según el cual es un problema ajeno a los derechos fundamentales la definición del método a través del cual se efectúen las revalorizaciones de las pensiones. Considero que, por el contrario, el tema involucra al menos dos cuestiones esenciales de amparo. La primera atañe al artículo 34 constitucional que prohíbe aplicar retroactivamente las normas, en perjuicio de los derechos adquiridos. De esta norma constitucional se deriva la regla establecida en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en el sentido de que la declaratoria de inconstitucionalidad de una disposición jurídica no perjudicará los derechos adquiridos de buena fe. De manera que compete a la Sala, por vía de amparo, proteger a quien se le desconozca su derecho a que se le revalorice su jubilación automáticamente en virtud de una norma que se hubiera declarado inconstitucional. Asimismo, del artículo 51 de la Constitución y el 17 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador", 1988) se deduce el derecho de los adultos mayores a recibir especial protección estatal. Y en definitiva el comportamiento administrativo frente a los pensionados –principalmente adultos mayores– no sigue la tendencia inscrita en la Constitución y el instrumento internacional citados, sino que, a contrapelo con ellos perjudica con su inercia y excesiva burocratización los intereses de estas personas a recibir lo que en justicia les corresponde. A nadie mejor que a esta Sala le consta la lentitud de los trámites que se les obliga a efectuar y la enorme diferencia que para su calidad de vida puede implicar que la revalorización de su estipendio ocurra de forma automática o por medio de una gestión de parte. Por lo anterior es que salvo mi voto y declaro con lugar el recurso, con sus consecuencias. 

PENAL

2404-07. INMEDIACION DE LA PRUEBA. Alega el recurrente que interpuso recurso de casación contra la sentencia condenatoria dictada por el Tribunal de Juicio de Limón contra su defendido, recurso en el cual se solicitó la realización de una audiencia oral, la cual fue señalada y en la misma, se adicionó un nuevo motivo y se ampliaron los fundamentos expuestos por escrito. Acusa que la Sala Tercera rechazó el recurso de casación, pero en esta ocasión la integración de la Sala fue distinta a la de la audiencia, con lo cual se violó el principio de inmediación de la prueba que exige que la sentencia debe ser dictada por los mismos jueces que intervinieron en la audiencia, lo que torna en arbitraria e ilegítima la privación de libertad que sufre su defendido. Sobre el principio de inmediación de la prueba se cita la sentencia 6681-96. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y SOSTO LÓPEZ. Redacta el primero: Salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso, debido a que, en nuestra opinión, en el presente asunto existe infracción del principio constitucional de inmediación del juez, específicamente de su identidad física. Habiendo el actor formulado un agravio que no estaba reproducido en su gestión escrita, resultaba necesario que quienes lo escucharon fueran los mismos que resolvieran su recurso. Pese a que la oralidad se postula como uno de los pilares del proceso penal, en realidad son pocos los momentos en que las partes tienen oportunidad de enfrentar sus argumentos verbalmente, siendo la audiencia del recurso de Casación una de ellas. Por esa razón, consideramos necesario dar el valor del caso a tales intervenciones. Por demás, la sentencia que cita la mayoría (6681-96), más bien refuerza nuestra tesis al especificar que “Por supuesto que cualquier solución que se dé al caso, excluye los debates de la materia penal, y todas aquellas audiencias orales en las que se evacuen pruebas o se amplíe verbalmente alguno de los argumentos o fundamentos, esto porque sino se violaría el principio de inmediación, derivado del debido proceso que exige un acercamiento entre el juzgador y los asuntos sometidos a su conocimiento durante el debate. Según este principio y el de identidad física del juzgador, la sentencia debe ser dictada por los mismos que intervinieron en la audiencia.”

TRIBUTARIO

1624-07. ACCESO A INVESTIGACION TRIBUTARIA. Señala el recurrente que le fue denegado el acceso al expediente administrativo relativo a un procedimiento de fiscalización tributaria. En reiteradas resoluciones, la mayoría de la Sala ha considerado que en la etapa preliminar del procedimiento de fiscalización tributaria la administración tributaria no está en el deber de facilitar copia de la totalidad de la información máxime si ello se fundamenta en el éxito de la investigación.  Sobre el tema se cita el voto 11947-06. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso. VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y JINESTA LOBO. Con redacción del primero: Aunque respetamos profundamente el criterio vertido por la mayoría, en cuanto declara sin lugar el recurso, salvamos nuestro voto y en consecuencia, declaramos con lugar el recurso por las siguientes razones: 

Consideramos que la Administración Pública debe preceptivamente observar los elementos integrantes del debido proceso, incluso en aquellas etapas preparatorias de un procedimiento sancionador, tal y como lo es la investigación preliminar. Si bien, se ha sostenido que estas diligencias de investigación tienen como fin determinar si existe mérito o no para iniciar un procedimiento administrativo, y que por tanto, el momento de la apertura es el procesalmente oportuno para que el funcionario involucrado tenga acceso al expediente, estimamos que éste debe tener acceso a todos aquellos documentos que puedan servir de base para iniciar un procedimiento sancionatorio en su contra, a fin de garantizarle su derecho de defensa.  De esta manera, cuando el posible afectado se entere de su existencia, tenga la facultad de promover todos los elementos de prueba que considere pertinentes para la defensa de sus intereses. El recurrido causó un estado de indefensión al promovente, lesionando los derechos consagrados en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, al no haberle permitido acceder al informe que serviría de base para iniciarle un procedimiento disciplinario. Aunque formalmente el procedimiento en cuestión no había iniciado, el resultado de estas diligencias de investigación podía producir efectos dentro de la esfera jurídica del amparado, y en esa medida, se debió haber garantizado su derecho de defensa y debido proceso. Por lo expuesto, salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso, con sus consecuencias.

CONTRALORIA

1876-07. COMPETENCIAS DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA  REPUBLICA Y EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. CANCELACION DE CREDENCIALES. Alega el recurrente que en un procedimiento administrativo incoado en su contra por la Contraloría General de la República se menoscabaron en demérito de sus intereses los principios de legalidad, razonabilidad y proporcionalidad además del derecho a ejercer una defensa efectiva, pues dentro del procedimiento seguido contra él por la Contraloría General se rechazó de manera infundada material probatorio, se le colocó en estado de indefensión pues no se atendieron adecuadamente las impugnaciones que presentó, se quebrantó el principio de juez imparcial, además se aplicaron normas del Decreto Ejecutivo 27974-MP-H-99 y de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República que son inconstitucionales. Considera que las actuaciones del Órgano Contralor resultan injustificadas e irrespetaron el Derecho de la Constitución. Sobre el tema planteado la Sala se pronunció en la sentencia 13926-06. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo pone nota.  NOTA SEPARADA DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: En este asunto en concreto se impugna el procedimiento administrativo seguido contra un funcionario de la Contraloría General de la República, el cual fue incoado e instruido con base en lo dispuesto en artículo 11 del Decreto Ejecutivo 27974-MP-H-99, Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República y los artículos 4, 68, 71 y 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, esas normas fueron impugnadas por inconstitucionales en la acción de inconstitucionalidad número 06-007564-0007-CO, que fue rechazada por el fondo mediante la sentencia número 2006-13926 de las 14:44 horas del 20 de septiembre de 2006, sin embargo yo salvé mi voto y declaré con lugar la acción -con las consecuencias de tal declaratoria- y me estoy a lo ahí argumentado, básicamente indiqué:

“Comparto parcialmente el criterio de la mayoría en su entendimiento sobre las competencias constitucionales de la Contraloría General de la República sobre la vigilancia de la Hacienda Pública, pero discrepo en cuanto a sus alcances y, en concreto, en cuanto a la aceptación del carácter vinculante de sus recomendaciones para imponer sanciones a los funcionarios, que no se origina en una disposición constitucional, sino legal –el artículo 68 de su Ley Orgánica–.


Así, lo que se presenta aquí como un conflicto constitucional de competencias, me parece más bien una discusión sobre la constitucionalidad de esa norma legal, sobre todo por sus efectos y aplicación, frente a la autonomía del Tribunal Supremo de Elecciones, en la cual se involucra, además, una discusión de índole legal, sobre la derogatoria tácita de este artículo por la Ley General de Control Interno. 


En síntesis, no encuentro un conflicto de competencias constitucionales, propiamente dicho, sino un reclamo por la inconstitucionalidad de una disposición legal, que debe discutirse en la vía correspondiente: la acción de inconstitucionalidad. 


Sin embargo, como la mayoría de la Sala ha resuelto el aparente conflicto por el fondo, debo pronunciarme al respecto también. La mayoría ha considerado que la Contraloría tiene competencias legales suficientes, con asidero constitucional, para incoar e instruir procedimientos administrativos a los funcionarios del Tribunal Supremo de Elecciones –lo cual comparto– y para recomendar en forma vinculante –lo cual no comparto– la imposición de una sanción, en los casos en que se les atribuya una falta o lesión a la Hacienda Pública p a su ordenamiento de control y fiscalización. 


Discrepo de ese criterio de la mayoría porque, a la luz del Derecho de la Constitución, del artículo 68 de la Ley Orgánica de la Contraloría únicamente podría admitir como “vinculante” lo que, con carácter técnico ésta determine sobre si unos hechos constituyen lesión a la Hacienda Pública o infracción de su ordenamiento de control y fiscalización, de acuerdo con sus criterios técnico-jurídicos; esto resulta congruente y coherente con las disposiciones constitucionales, por el cometido de la Contraloría, como vigilante de la Hacienda Pública. Pero, en cambio, la individualización de los responsables, la determinación de la gravedad de los hechos y la imposición de la sanción, como ejercicio de la potestad disciplinaria, corresponden únicamente al jerarca respectivo.


En este sentido, acojo las razones expresadas por los Magistrados del Tribunal Supremo de Elecciones, porque considero que las competencias constitucionales de vigilancia de la Contraloría lo son sobre la Hacienda Pública, entendida como patrimonio, y sobre los entes u órganos en cuanto tales, pero no incluyo entre éstas la competencia disciplinaria sobre los funcionarios que es, esencialmente, una competencia de los jerarcas. A la Contraloría, como órgano vigilante, le toca investigar y avisar de los agravios a la Hacienda Pública, pero la determinación e imposición de las sanciones disciplinarias no puede corresponder al vigilante, sino, en este caso, al jerarca respectivo. Me parece falaz entender que la Contraloría General de la República no invade competencias propias del ente fiscalizado, con el argumento de que no lo sustituye, como administración activa, al imponer una sanción al funcionario, por el hecho de que el acto final sancionatorio sea dictado por le órgano o ente fiscalizado, porque el carácter vinculante de la recomendación de la Contraloría anula todo ejercicio de potestad sancionatoria o disciplinaria original y el órgano o ente únicamente ejecuta una sanción previamente impuesta por la Contraloría.


En la sentencia n°. 5445-1999 de 14:30 hrs. De 14 de julio de 1999, con relación a las municipalidades, la Sala consideró que: 

“ (…) esta competencia debe entenderse en la forma correcta, a fin de que no implique una intromisión de la Contraloría en lo que podría decirse, es la esfera íntima organizativa y disciplinaria de las municipalidades. Así, la Contraloría no puede ser en modo alguno, el director del procedimiento disciplinario, porque lo contrario implicaría sustituir la autoridad disciplinaria municipal por un órgano totalmente ajeno y externo de la relación de subordinación […]”

Así las cosas, aunque concurro con el voto de mayoría y declaro sin lugar el recurso de amparo, dejo en claro que reitero los argumentos que allí expuse respecto de la constitucionalidad de esas normas.

BANCARIO

2156-07. LISTA NEGRA.  Señala el recurrente que se constituyó en fiador de una operación crediticia en el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, la cual es estimada como incobrable por dicha institución desde el 31 de marzo de 2000. Por lo anterior, seis años después, el recurrente continuaba apareciendo bajo la condición de incobrable en las bases de datos del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias.  VOTO SALVADO DE LOS MAGISTRADOS ARMIJO SANCHO Y SOSTO LÓPEZ. Redacta el primero: Nos separamos del criterio de la mayoría con base en la jurisprudencia que ha mantenido la Sala sobre el derecho a la autodeterminación informativa (p.ej. en las sentencias #04847-99 de las 16:27 horas del 22 de junio de 1999, #2000-01119 de las 18:51 horas del 1° de febrero de 2000), del cual forma parte el derecho al olvido. Cuando se mantiene información en este tipo de bases de datos de protección crediticia de asuntos iniciados muchos años atrás o que estén archivados o terminados se viola también el derecho a la autodeterminación informativa y otros derechos fundamentales. Mantener sine die información de esa naturaleza en las bases de datos tienen efectos gravemente perjudiciales en los derechos fundamentales de las personas, ya que conducen irremediablemente a una situación equivalente a la de la muerte civil, por la que se privaba de derechos civiles, en virtud de la comisión de ciertos delitos, inhabilitando a las personas, en este caso, en forma perpetua, a obtener créditos, trabajo, alquilar bienes muebles o inmuebles y abrir cuentas corrientes, entre otros (v. la sentencia #2004-04626 de las 12:04 horas del 30 de abril del 2004). Así, si bien es posible archivar, registrar o ceder datos personales significativos para evaluar la solvencia económica y financiera de las personas, resulta violatorio del derecho fundamental reconocido en el artículo 40 constitucional que el archivo y registro de esos datos se mantenga por plazos indeterminados, a perpetuidad. En relación con el caso particular del recurrente, al haberse dictado sentencia en proceso ejecutivo simple en que el amparado figuraba como fiador desde el año 1990, y encontrarse esa operación crediticia incobrable, se ha  excedido sobradamente el plazo de cuatro años establecidos en la línea jurisprudencial de este Tribunal, y el mantener el registro de esos datos por tan largo tiempo resulta irrazonable y excesivo. En nada debería modificar la línea jurisprudencial de la Sala que quien mantenga registro de la información ilegítimamente sea un banco del sistema bancario nacional, por instrucciones de la Superintendencia de General de Entidades Financiera. Por ello salvamos nuestro voto, y declaramos con lugar el amparo, ordenando suprimir la información mencionada. 

